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2. Las sustancias a las que se hace referencia con el término "drogas" son las 
que figuran en las listas anejas a la Convención única sobre estupefacientes de 30 
de marzo de 1961, modificada por el Protocolo de 25 de marzo de 1972, y en la 
Convención sobre sustancias sicotrópicas de 21 de febrero de 1971. 
3. En relación con las consecuencias económicas y sociales del uso indebido y 
el tráfico de drogas, ver, entre otros, el "Informe provisional presentado por el 
Director ejecutivo del Programa de Naciones Unidas para la Fiscalización Interna-
cional de Drogas a la Comisión de estupefacientes en su 38 s período sesiones", 
CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL: DOC. EICN.7I1995I3. 
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I. INTRODUCCIÓN 
El tráfico ilícito de drogas constituye uno de los fenómenos 
actuales que más claramente ponen de manifiesto la progresiva 
proyección de cuestiones que se produce desde el plano interno al 
internacional, como una expresión del fenómeno de transnaciona-
lización y globalización que dinamiza el actual juego de las relacio-
nes internacionales, y por tanto, de la amplia variedad de cuestio-
nes a las que sólo se puede hacer frente desde la Comunidad 
Internacional en su conjunto2. 
En efecto, el alcance de las graves consecuencias que lleva 
aparejado el aumento a escala mundial de este tráfico ilícito, se 
extienden tanto a los Estados productores y de tránsito como a los 
Estados consumidores, poniendo en peligro los sistemas socio-
económicos, la estabilidad política y económica e incluso la segu-
ridad nacional de los primeros, y contribuyendo de forma decisiva 
al deterioro de la salud, a la marginación social y al aumento de la 
delincuencia en los segundos. A ello se añade, además, la progre-
siva vinculación del tráfico ilícito de drogas a otras actividades 
delictivas de una dimensión transnacional, como el terrorismo, el 
comercio ilícito de armas o el blanqueo de dinero3. 
De entre los distintos aspectos que el análisis de un fenómeno 
de estas dimensiones suscita desde la perspectiva de Derecho 
Internacional, destaca por su interés y actualidad el relativo al que 
se desarrolla por vía marítima, y más en concreto en el espacio del 
alta mar. Ello se debe, entre otras razones, al notable aumento que 
ha experimentado el recurso al tráfico ilícito de drogas por mar, 
una vez que los controles en los aeropuertos y aeronaves se han 
ido haciendo cada vez más rigurosos y eficaces, y a la vista de que 
este medio permite el transporte de mayores cantidades de droga, 
L A R E P R E S I Ó N D E L T R Á F I C O I L Í C I T O D E D R O G A S E N A L T A M A R . . . 
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resulta más rentable económicamente y se ve favorecido por la 
existencia de costas extensas o con accidentes naturales4. 
Y si los factores apuntados han contribuido a incrementar el 
recurso al tráfico ilícito de drogas por mar, desde una perspectiva 
jurídica, hay que avanzar la dificultad del control y la represión de 
estas actividades en alta mar, debido al regimen de libertad de 
navegación de que gozan, con carácter general, los buques en este 
espacio, resultando únicamente sometidos a la jurisdicción del 
Estado del pabellón. Esta situación ha suscitado la reacción unila-
teral de los Estados consumidores más expuestos a la introducción 
de drogas en su territorio por vía marítima, a la vez que la incapa-
cidad de hacer frente de manera individual a los particulares pro-
blemas que plantea la represión de este tráfico ilícito en alta mar, 
ha hecho necesario el recurso a mecanismos de cooperación 
internacional en el ámbito multilateral y bilateral. 
Todas estas consideraciones tienen particular importancia en 
el caso de España que, como Estado consumidor y de entrada al 
mercado europeo, se ve particularmente afectada por los proble-
mas que genera el tráfico ilícito de drogas por vía marítima, debido 
a su situación geoestratégica en el Atlántico y en el Mediterráneo 
en relación con las rutas seguidas en el transporte ilícito de drogas; 
problemas, a los que también han debido hacer frente otros Esta-
dos ribereños, como los EEUU, en los que una proporción muy 
importante de las drogas que entran en su territorio son introdu-
cidas por vía marítima aprovechando las condiciones geográficas 
favorables del mar del Caribe y el golfo de Mexico. 
Partiendo de estos presupuestos, el presente trabajo tiene 
como objeto examinar las normas internacionales destinadas a re-
primir el tráfico ilícito de drogas en alta mar, buscando los princi-
pios y mecanismos sobre los que se articulan y considerando su 
adecuación a las exigencias de eficacia que una actividad delictiva 
de estas dimensiones requeriría. Así, tomando como punto de par-
tida los aspectos generales del régimen jurídico del alta mar (II), se 
analiza en primer lugar la cooperación internacional (III) en el 
plano multilateral (A) y bilateral (B), centrando ésta última en la 
desarrollada por los EEUU y España; de los que también se 
examinan algunas manifestaciones de la práctica unilateral (IV). 
Finalmente, a la luz de las conclusiones que se desprenden del 
4. Sobre los factores geográficos, socio-políticos y técnicos presentes en el 
tráfico de drogas por vía marítima, ver AUNE, B.R: "Maritime Drug Trafficking: An 
Underrated Problem", Bulletin on Narcotics, Vol. XLII, N s. 1, 1990, pp. 63 y sigs. 
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estudio de la cooperación internacional y la práctica estatal unila-
teral en esta materia se formulan algunas consideraciones finales 
(V). 
II. RÉGIMEN JURÍDICO DEL ALTA MAR Y TRÁFICO ILÍCITO DE 
DROGAS. ASPECTOS GENERALES 
A diferencia de aquellos espacios marítimos en los que el 
Derecho Internacional reconoce a los Estados ribereños competen-
cias para llevar a cabo labores de policía vinculadas a la represión 
del tráfico ilícito de drogas, -aguas interiores, mar territorial y 
zona contigua 5-, la capacidad para reprimir este tipo de actividades 
en la alta mar -así como en la zona económica exclusiva- se ve 
limitada por el regimen de libertad de navegación que domina en 
estos espacios, y en consecuencia por efecto del principio de la 
jurisdicción exclusiva del Estado del pabellón6. 
5. En estos espacios, el Estado ribereño puede ejercer las competencias que le 
reconoce la Convención sobre Derecho del Mar de 1982 en los arts. 19, p. 2. g) 
(actividades de embarco o desembarco de cualquier producto en contravención de las 
leyes y reglamentos aduaneros, fiscales... o sanitarios del Estado ribereño que 
hacen perder al paso su carácter de inocente); 21, p. 1, h) (leyes y reglamentos del 
Estado ribereño relativos al paso inocente por el mar territorial sobre prevención 
de las infracciones de sus leyes y reglamentos aduaneros fiscales...y sanitarios); 
27, p. 1, d), (ejercicio de la jurisdicción penal a bordo de un buque extranjero que 
pase por el mar territorial cuando tales medidas sean necesarias para la represión 
del tráfico ilícito de estupefacientes o de sustancias sicotrópicas y 33 p. 1, 
(medidas de fiscalización en la zona contigua). La Convención reafirma en estos 
puntos lo establecido por los arts. 16, p. 1, 17, 19, p. 1 d) y 24 de la Convención 
sobre mar territorial y zona contigua de 1958 (para un examen de las cuestiones que 
plantea la represión del tráfico de drogas en el mar territorial y en la zona contigua, 
ver, entre otros, PAGANI, F.: "II traffico internazionale di stupefacenti via mare: 
poteri e limiti nell'attivitá repressiva degla stati", // Diritto Marittimo, 1992, pp. 
818-825).Todo ello sin olvidar los problemas que se suscitan en cuanto a las 
posibles medidas de ejecución que pudiese adoptar un Estado ribereño de un 
estrecho internacional en el que rige el derecho de paso en tránsito, en relación al 
embarco o desembarco de cualquier producto en contravención de sus leyes y 
reglamentos aduaneros, fiscales o sanitarios, conforme a lo dispuesto en el art. 42, 
p. 1 de la Convención de Naciones Unidas de 1982, aplicable mutatis mutandi a un 
Estado archipelágico en relación con las leyes y reglamentos relativos al paso por 
las vías marítimas archipelágicas, según señala el art. 54 de la Convención. 
6. Tal como se concluye en relación con el alta mar de los arts. 87, p. 1, a) y 
92, p. 1 de la Convención sobre Derecho del Mar que siguen a los arts. 2 y 6 de la 
Convención de Ginebra sobre la alta mar de 29 de abril de 1958, y en relación con 
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Este principio no tiene, sin embargo, un carácter absoluto, ha-
biéndose consolidado por vía consuetudinaria y convencional una 
serie de excepciones de distinto alcance y contenido en relación 
con los buques privados 7. Así, algunas de estas excepciones tie-
nen un alcance general y se reconocen en favor de cualquier 
Estado, como es el caso de la represión de la piratería y la trata de 
esclavos que constituyen prácticas "odiosas", contrarias al De-
recho Internacional; con igual alcance se considera la intervención 
sobre los buques que carecen de nacionalidad o tienen la misma 
del Estado, aunque enarbolen un pabellón extranjero o se nieguen 
a izar su pabellón, ya que por su condición no gozan de la protec-
ción de ningún Estado 8. En cambio, otras excepciones a la juris-
dicción del Estado del pabellón limitan su alcance al Estado o 
Estados que de alguna manera presenten un interés particular en su 
ejercicio, como en el caso del llamado "derecho de persecución"9 o 
de la represión de las transmisiones no autorizadas en alta mar 1 0 . 
la zona económica exclusiva del art. 58, p. 1 de la Convención sobre Derecho del 
Mar. Sobre esta última cuestión ver PUEYO LOSA, J.: "La libertad de navegación por 
la Zona Económica Exclusiva", Revista Española de Derecho Internacional, 1977, 
pp. 265-288 y "La indeterminación del Nuevo Orden Jurídico Internacional: 
Reflexiones sobre el carácter consuetudinario de la Zona Económica Exclusiva y el 
valor de la Nueva Convención sobre el Derecho del Mar", Ibidem, 1985, pp. 323-
354. 
7. De acuerdo con los arts. 95 y 96 de la Convención sobre Derecho del Mar de 
1982, que siguen lo dispuesto en los arts. 8 y 9 de la Convención de Ginebra sobre 
la alta mar de 1958, la inmunidad de jurisdicción en alta mar respecto de los buques 
de cualquier Estado que no sea el de su pabellón es completa para los buques de 
guerra y para los buques utilizados únicamente para un servicio oficial no 
comercial. 
8. Estas excepciones fueron recogidas en el art. 22 de la Convención de 
Ginebra sobre la alta mar de 1958 que es considerado como una codificación del 
derecho consuetudinario en esta materia y en el art. 110, p. 1, a), b) y d) de la Con-
vención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. De entre una muy abundante 
literatura, para una perspectiva general, cf. entre otros, CHURCHILL, R.R/ LOWE, 
A . V : The Law of the Sea, Manchester, 1988, p. 171-172, R E U L A N D , F.: 
"Interference with Non-national Ships on the High Seas: Peacetime Exceptions to 
the Exclusivity Rule of Flag-State Jurisdiction",Vanderbilt Journal of Transna-
tional Law, 1989, p. 1161 y sigs. y SCOVAZZI,T.: Elementos del Derecho interna-
cional del Mar, (edición española a cargo de Bou FRANCH, V.) Madrid, 1995. 
9. Tal como se recoge en los arts. 23 de la Convención sobre la alta mar de 
1958 y 111 de la Convención sobre el Derecho del Mar de 1982. 
10. Esta excepción que no figuraba en la Convención sobre la alta mar de 
1958, fue incorporada por los arts. 109 y 110, p. 1, e) de la Convención sobre 
Derecho del Mar de 1982. 
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En cualquier caso, con independencia del alcance que se le 
reconozca, en todos los supuestos mencionados el buque de 
guerra de un Estado distinto del pabellón puede llevar a cabo -en 
caso que haya motivo razonable de sospechas- el derecho de visita 
del buque que, tal como se recoge en el ámbito convencional, 
comprende la verificación del derecho del buque a enarbolar su 
pabellón y la inspección 1 1; teniendo en cuenta, que si las sos-
pechas no resultan fundadas y el buque visitado no ha cometido 
ningún acto que las justifique, se concluye la obligación de reparar 
por todo perjuicio o daño sufrido 1 2. 
En los supuestos de represión de la piratería y de las trans-
misiones no autorizadas, la excepción a la jurisdicción del Estado 
del pabellón contempla además el apresamiento y el ejercicio de la 
jurisdicción penal sobre el buque infractor y su tripulación 1 3, 
resultando también de aplicación estas medidas a los buques sin 
pabellón, ya que, al no poder establecer un Estado a cuya 
protección pueda acogerse, el buque queda expuesto a la 
jurisdicción de cualquier Estado 1 4. 
El régimen jurídico del alta mar -articulado por vía conven-
cional y consuetudinaria-nos pone de manifiesto, en definitiva, 
que el tráfico ilícito de drogas no se incluye, con carácter general, 
dentro de los supuestos que suponen una excepción a la jurisdic-
ción exclusiva del Estado del pabellón en este espacio marítimo; 
con independencia de que el derecho de visita que se establece a 
propósito del buque que carece de nacionalidad o que tiene en rea-
lidad la misma que el buque de guerra que pretende visitarlo, 
pueda en muchos casos vincularse a la represión del tráfico ilícito 
de estupefacientes en alta mar, ya que no es infrecuente que los 
11. Como señala SHEARER, el art. 22 de la Convención sobre la alta mar de 
1958 y el art. 110. p. 2 de la Convención sobre Derecho del Mar de 1982 llevan a 
cabo una clarificación del contenido de este derecho que, no está exento de cierta 
ambigüedad ("Problems of Jurisdiction and Law Enforcement Against Delinquent 
Vessels", International and Comparative Law Quarterly (en adelante ICLQ), 1986, 
p. 337. A este respecto ver también, entre otros, DUPLY, R.J / VIGNES, D. (ed): A 
Handbook on the New Law of the Sea, Dordrecht, 1991, pp. 420-422 y REULAND: 
loc.cit., pp. 1169-1176. 
12. Art. 110, p. 4 de la Convención sobre Derecho del Mar de 1982 que sigue 
al art. 22 de la Convención sobre la alta mar de 1958. 
13. Arts. 19 de la Convención de Ginebra de 1958 y 105 de la Convención 
sobre Derecho del Mar de 1982 en relación con la piratería, y art. 109 de esta 
última en relación con las transmisiones no autorizadas. 
14. Como se desprende de los arts. 6, p. 2 de la Convención de Ginebra de 
1958 y 92, p.2 de la Convención sobre Derecho del Mar de 1982. 
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buques utilizados para dicho tráfico naveguen sin pabellón. Ahora 
bien, salvando esta circunstancia, el régimen jurídico general del 
alta mar no permite establecer que, a falta del consentimiento del 
Estado del pabellón, exista un derecho de visita y apresamiento 
sobre los buques que se dedican al tráfico ilícito de drogas en alta 
mar, ni tampoco que éstos puedan quedar sometidos a la jurisdic-
ción penal de un Estado distinto del de su pabellón; pese a ello, 
puede adelantarse que la Convención de Naciones Unidas sobre 
Derecho del Mar de 1982 abre vías para el establecimiento de la 
cooperación internacional en la represión de tráfico ilícito de dro-
gas en alta mar que serán el objeto de nuestra atención principal. 
III. LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA LA REPRESIÓN 
DEL TRÁFICO ILÍCITO DE DROGAS EN ALTA MAR 
A) Cooperación multilateral 
1. La Convención sobre Derecho del Mar de 1982 
A pesar de que durante la celebración de la III Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar se formularon pro-
puestas tendentes a la consideración del tráfico ilícito de drogas 
como una excepción a la jurisdicción exclusiva del Estado del 
pabellón en la alta mar, lo cierto es que el texto final de la Con-
vención sobre Derecho del Mar de 1982 no se aparta del régimen 
general expuesto en esta materia, excluyendo el tráfico ilícito de 
drogas de los supuestos contemplados en el art. 110 a propósito 
del derecho de visita 1 5. 
15. En este sentido, durante el 2 9 período de sesiones de la III Conferencia, 
Alemania (República Federal de), Bélgica, Dinamarca, Francia, Irlanda, Italia, 
Luxemburgo, Países Bajos y Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda presentaron un 
"Documento de trabajo sobre la alta mar", recogido en el Doc. AICONF.62IC.2IL. 
54, en cuyo articulo 21 bis, p. 2 se decía que "Todo Estado que tenga motivos 
razonables para creer que un buque realiza un tráfico ilícito de estupefacientes 
podrá, cualquiera sea la nacionalidad del buque y siempre que su tonelaje sea inferior 
a 500 toneladas, confiscar la carga ilícita. El Estado que lleve a cabo la 
confiscación informará al Estado de la nacionalidad del buque, a fin de que este 
último Estado pueda entablar la acción judicial correspondiente contra los 
responsables del tráfico ilícito", siendo incorporada esta propuesta, que no fue 
finalmente aprobada, en la provisión 174, p. 2 del Doc. A/CONF 62/L.8/REV.1 en 
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Sin embargo, el art. 108 de la Convención establece la obli-
gación general de todos los Estados de cooperar en la represión 
del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas rea-
lizado por buques en la alta mar en violación de las Convenciones 
internacionales, representando ello un avance importante respecto 
al régimen de la Convención de Ginebra de 1958 sobre la alta mar 
que no contenía ninguna previsión a este respecto. 
Bien es cierto que se trata de una norma programática que no 
determina ningún mecanismo concreto de cooperación y que sólo 
se refiere de forma expresa a la asistencia que puede solicitar el 
Estado del pabellón de otros Estados cuando tenga motivos 
razonables para creer que el buque que enarbola su pabellón se 
dedica a dicho tráfico para poner fin al mismo 1 6 , y no, en cambio, 
a la solicitud de cooperación formulada por un Estado distinto de 
aquel del pabellón del buque, siendo éste el supuesto que más 
dificultades suscita en el plano internacional por su relación con el 
principio de la exclusividad de la jurisdicción del Estado del 
pabellón. 
No obstante, al abrir paso a la posterior articulación por vía 
convencional de una cooperación con estos fines 1 7, el art. 108 de 
la Convención sobre Derecho del Mar de 1982 constituye un 
valioso punto de partida para el posterior desarrollo de una 
cooperación internacional más específica y detallada. 
2. La Convención de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas de 1988 
a) Marco general y objetivos 
Un avance sustancial de la cooperación prevista en la Con-
vención sobre Derecho del Mar de 1982 es el alcanzado por la vía 
de la Convención de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de 
el que se recogen las actividades de la Conferencia durante sus períodos de sesiones 
primero y segundo (ver en Tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar. Documentos Oficiales, Volumen III, pp. 263 y 155). 
16. Art. 108, p. 2. 
17. No hay que olvidar en todo caso la referencia de los arts. 92, p. 1 y 110, 
p.l al derecho de visita cuando se prevea por vía convencional. 
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estupefacientes y sustancias sicotrópicas de 1988n, como un ex-
ponente más de la intensa labor desarrollada por Naciones Unidas 
en el objetivo de luchar contra el uso indebido, la producción y el 
tráfico ilícito de drogas 1 9. Este es el aspecto en el que se centra la 
Convención que, partiendo del marco más general de la regulación 
de los distintos aspectos que suscita la cooperación destinada a la 
represión del tráfico ilícito de drogas que tenga una dimensión 
internacional, considerado como "una actividad delictiva interna-
cional cuya supresión exige urgente atención y la más alta 
prioridad" 2 0, contempla de forma específica en su artículo 17 la 
mejora de la cooperación internacional para la supresión del tráfico 
ilícito de drogas por mar. 
Para ello, esta disposición, además de ratificar lo dispuesto en 
el artículo 108, p. 2 de la Convención sobre derecho del Mar de 
1982 en relación con la asistencia al Estado parte que tenga moti-
vos razonables para sospechar que una nave de su pabellón está 
siendo utilizada para el tráfico ilícito, amplia la cooperación a los 
supuestos en los que la nave no enarbole o no lleve matrícula o 
bien - lo que resulta más relevante en orden al desarrollo progre-
sivo de la represión del tráfico ilícito de drogas en alta mar-, que 
enarbole el pabellón o lleve matrícula de otro Estado Parte. 
Ahora bien, sin perjuicio de que el mayor interés del art. 17 
se centre en el mecanismo particular de cooperación que esta dis-
posición prevé para este último supuesto que, como ya se ha 
18. Convención de NU contra el tráfico ilícito de estupefacientes y de 
sustancias sicotrópicas de 20 de diciembre de 1988 (España ratificó la Convención 
en fecha de 30.7.1990, BOE 270 de 10.11.1990) que completa a la Convención 
única sobre estupefacientes de 30 de marzo de 1961, enmendada por Protocolo de 
1972, y a la Convención sobre sustancias sicotrópicas de 1971. Estos Instru-
mentos se centran en los aspectos relativos a la producción, comercio y uso para 
fines científicos y médicos de las referidas sustancias con el objeto de prevenir su 
desviación hacia el tráfico ilícito. 
19. Conviene destacar la intensa labor de las Naciones Unidas en materia de 
fiscalización de drogas a través, entre otros, de la "Comisión de Estupefacientes" 
como principal órgano normativo y del "Programa de las Naciones Unidas para la 
Fiscalización Internacional de Drogas" como eje principal de la acción internacio-
nal concertada. Para una perspectiva general de las actividades de Naciones Unidas 
en esta materia, ver, entre otros, "Fiscalización Internacional de Drogas. Informe 
de la Tercera Comisión", ASAMBLEA GENERAL: DOC. A/50/63 y en la doctrina, 
CARDONA LLORENS, J.: "La Fiscalización Internacional del Tráfico de Drogas", 
Anales de la Universidad de Alicante. Facultad de Derecho, 1984-85, pp. 27-51 y 
GALIANO, V./ANCHESI, L.: "La collaborazione internazionale nella lotta alia 
droga", Rivista della Guardia di Finanza, 1996, pp. 1227-1255. 
20. Considerando 4 y art. 2. p. 1. 
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apuntado, es el que resulta de más importancia en el plano interna-
cional, resulta sin embargo necesario referirse, en primer término, 
al marco normativo general establecido por la Convención, y en 
especial a aquellas disposiciones que -resultando comunes en 
otros Instrumentos internacionales de índole represivo-, 
establecen los presupuestos necesarios previos para la aplicación 
del régimen particular previsto en la Convención para la represión 
del tráfico ilícito por mar. 
Se incluyen dentro de este tipo de disposiciones el art. 3 de la 
Convención que recoge la obligación de que las Partes tipifiquen y 
sancionen como delitos penales en sus respectivos ordenamientos 
jurídicos internos una serie de actividades vinculadas al tráfico 
ilícito de drogas, entre las que se incluyen "el corretaje, el envió en 
tránsito, el transporte, la importación o la exportación de cuales-
quiera estupefaciente o sustancia sicotrópica" 2 1. Sobre la base de 
esta tipificación, el art. 4 señala la obligación de adoptar las medi-
das que sean necesarias para declararse competente respecto de los 
delitos previamente tipificados, cuando se cometan a bordo de una 
nave que enarbole el pabellón; optando, en cambio, por el esta-
blecimiento de una competencia facultativa cuando el delito tenga 
lugar a bordo de una nave para cuya incautación dicha Parte haya 
recibido previamente autorización con arreglo a lo previsto en el 
artículo 17, siempre que esa competencia se ejerza únicamente 
sobre la base de los acuerdos o arreglos a que se hace referencia 
en los párrafos 4 y 9 de dicho artículo 2 2. En este sentido, resulta 
criticable que el establecimiento de la competencia sobre los delitos 
21 . Art. 3, p. 1, a). Por lo demás, este mismo artículo establece en el p. 1, c), 
iv) que a reserva de sus principios constitucionales y de los conceptos fundamen-
tales de su ordenamiento jurídico, se considerará también: "la participación en la 
comisión de alguno de los delitos tipificados de conformidad con lo dispuesto en el 
presente artículo, la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa de 
cometerlos y la asistencia, la incitación, la facilitación o el asesoramiento en 
relación con su comisión". 
22. Art. 4, p. 1, a), ii) y b) ii). En esta misma línea de los principios reco-
gidos por otros Convenios de índole represivo conviene destacar que el art. 4 
establece en relación con el art. 6 (extradición) la competencia necesaria para hacer 
efectivo el principio de aut dedere aut puniré, en relación con el cual este Instru-
mento puede llegar a funcionar como base jurídica para la extradición. Por lo 
demás, la Convención recoge distintas formas de cooperación judicial y policial 
cuya consideración puede resultar relevante en la lucha contra el tráfico ilícito de 
drogas en el mar.(Ver al respecto, SPROULE, D.W/ST-DENIS , P.: "The UN Drug 
Trafficking Convention: An Ambitious Step", The Canadian Yearbook of 
International Law, 1989, pp. 276-286). 
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cometidos en buques con pabellón de otros Estados parte no re-
sulte obligatorio, ya que, en realidad, estaríamos ante un requisito 
necesario para hacer efectivo el objetivo perseguido por el art. 17 
de la Convención 2 3, en la medida en que parece evidente que se 
trataría de una de las exigencias mínimas que debería conllevar la 
participación en un régimen de cooperación como el que se 
examina. 
b) Mecanismos y Principios de cooperación 
en la lucha contra el tráfico ilícito por mar 
Tal como se ha avanzado, el art. 17 de la Convención se cen-
tra casi exclusivamente en el establecimiento de un procedimiento 
de cooperación para el supuesto en que un Estado parte tenga mo-
tivos razonables para sospechar que una nave que está haciendo 
uso de la libertad de navegación con arreglo al Derecho Interna-
cional y que enarbole el pabellón o lleve matrícula de otra Parte, 
está siendo utilizada para el tráfico ilícito 2 4 . En estas circuns-
tancias, la Convención establece un procedimiento de cooperación 
que se articula en tomo al principio del consentimiento del Estado 
del pabellón, a través de la notificación del Estado que desea 
intervenir, que podrá pedir a aquel que confirme la matrícula del 
buque, y si la confirma, podrá solicitarle autorización para adoptar 
las medidas adecuadas con respecto a esa nave 2 5 . Se trata pues de 
23. En este sentido, GILMORE, W: "The 1988 United Nations Convention 
Against Illicit Traffic in Narcotic Drugs and Psychotropic Substances", Marine 
Policy, 1991, p. 191. 
24. Art. 17, p.3. Por lo que se refiere al ámbito de aplicación de dicho 
mecanismo, la referencia al "ejercicio de la libertad de navegación con arreglo al 
Derecho Internacional" es la que, ante la falta de mención a algún espacio marítimo 
en concreto, permite entender que el buque se encuentra en la ZEE o el alta mar, es 
decir, fuera de aquellos espacios en los que el Estado ribereño puede ejercer su 
soberanía o ciertas medidas de fiscalización, sin olvidar, como ya advertimos, los 
problemas que pueden suscitar los estrechos internacionales o el paso por las vías 
marítimas archipelágicas. Esta indeterminación no es casual sino que se deriva de 
las distintas posiciones mantenidas en el seno de la Conferencia Internacional en 
la que se elaboró la Convención y que se reflejan en la reserva formulada por Brasil 
y la objeción a la misma del grupo de Estados miembros de la Comunidad Europea. 
En este misno sentido, el propio art. 17, p. 11 establece la necesidad de no 
interferir en los derechos y obligaciones de los Estados ribereños o en el ejercicio 
de su competencia (Sobre esta cuestión, ver GILMORE: "The 1988 United 
Nations...", loe.cit., p. 187). 
25. Art. 17, p. 3 in fine. 
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una autorización expresa y ad hoc, de carácter claramente discre-
cional -ya que de las disposiciones de la Convención no se con-
cluye en ningún caso la obligación del Estado del pabellón de 
concederla-, y que puede ser objeto de condiciones que serán 
convenidas entre dicho Estado y la Parte requirente 2 6. 
Ahora bien, las amplias potestades que un mecanismo de co-
operación como el descrito reconoce al Estado del pabellón, no 
suponen que no se desprendan ciertas obligaciones para éste, co-
mo la de contestar con celeridad tanto a la solicitud de confir-
mación del pabellón del buque como a la solicitud de autorización 
o la obligación de cada Parte de determinar la autoridad compe-
tente para recibir y contestar dichas solicitudes2 7. 
Estas obligaciones se enmarcan en un principio más amplio de 
intercambio de informaciones al que atiende la Convención y que, 
en relación con el tráfico ilícito por mar, además de resultar un 
presupuesto necesario para el funcionamiento del mecanismo de 
cooperación previsto, estaría buscando facilitar un criterio de 
eficacia en la actuación del Estado interviniente, de forma que, a la 
vista de la información disponible, el Estado del pabellón pueda 
establecer la oportunidad de la autorización o considerar otras 
posibilidades de intervención sobre el buque que pudieran ser más 
eficaces, como la vigilancia del buque en relación con la entrega 
vigilada de la droga 2 8. 
Por lo demás, la Convención se refiere también a unos princi-
pios que suponen unas salvaguardias generales mínimas en la 
actuación sobre el buque y que se concretan en la obligación de las 
Partes interesadas de tener "debidamente en cuenta la necesidad de 
2 6 . Art. 17, p. 6. 
2 7 . Art. 17, p. 7 . 
2 8 . Tal como se concluye del "Informe de la reunión del Grupo de Trabajo 
sobre Cooperación Marítima celebrada en Viena del 1 9 al 2 3 de septiembre de 1994 
y del 2 0 al 2 4 de febrero de 1995" , C O N S E J O ECONÓMICO Y S O C I A L : 
ElCN.711995113, p. 5. En relación con el principio de intercambio de 
información, hay que destacar que el grupo de trabajo formuló una serie de 
recomendaciones entre las que se incluyeron: ( 1 ) que cada Estado debería llevar un 
registro con la información relativa a los buques de su pabellón; (2) mejorar y 
agilizar los canales de comunicación directa entre las autoridades competentes para 
recibir las solicitudes hechas con arreglo al art. 17; ( 3 ) utilizar un modelo de 
solicitud de autorización de visita y (4) mejorar el intercambio de información a 
través de las organizaciones internacionales ya existentes como la OIPC/Interpol 
o la Organización Mundial de Aduanas. Además, se incorporó un anexo con unas 
directrices para el intercambio de información general sobre los buques 
sospechosos de tráfico ilícito de drogas. 
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29. Art. 17, p. 5. 
30. En este sentido, ROUCHEREAU, F.: "La Convention des Nations Unies 
contre le trafic illicite de stupéfiants et de substances psychotropes", Annuaire 
Franqais de Droit International, 1988, p. 614. 
31 . Art. 17, p.6. 
32. "Informe de la reunión del Grupo de Trabajo sobre Cooperación Marí-
tima...", cit., p. 19. 
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no poner en peligro la seguridad de la vida en el mar ni la de la 
nave y la carga y de no perjudicar los intereses comerciales y 
jurídicos del Estado del pabellón o de cualquier otro Estado 
interesado" 2 9. 
El texto de la Convención resulta, sin embargo, de gran ambi-
güedad en relación con una serie de cuestiones que resultan rele-
vantes para el desarrollo práctico de la cooperación prevista y que 
afectan, entre otros aspectos, a las "medidas adecuadas" en las que 
se puede concretar la actuación del Estado interviniente, una vez 
que se ha abordado e inspeccionado la nave, resultando signifi-
cativo el silencio a propósito del apresamiento, por más que éste 
se concluya, cuando mediando el consentimiento del Estado del 
pabellón y después de haber ejercido el derecho de visita y el 
registro del buque, resulte probada su participación en el tráfico 
ilícito de drogas 3 0. 
La ambigüedad se extiende también a la determinación de la 
responsabilidad del Estado interviniente en caso de sospechas 
infundadas, cuestión que la Convención incluye sin mayores pre-
cisiones entre las condiciones establecidas de común acuerdo a las 
que el Estado del pabellón puede subordinar su autorización 3 1. En 
conexión con este punto, hay que señalar que no se apunta ningún 
criterio para la distribución de los gastos generados por las me-
didas adoptadas sobre el buque que, como se ha apuntado, de no 
convenirse otra cosa, deberían correr a cargo del Estado inter-
viniente y, de realizarse la intervención a solicitud del Estado del 
pabellón o de algún otro Estado, a cargo del Estado que solicite la 
intervención, salvo acuerdo en contrario 3 2. 
Por lo que se refiere al ejercicio de la jurisdicción sobre los 
buques infractores por el Estado interviniente, tal posibilidad se 
concluye de la lectura combinada de los artículos 4 y 17, una vez 
que éste haya hecho ejercicio de la competencia facultativa que se 
le reconoce en relación con la adopción de las medidas que sean 
necesarias para declararse competente sobre los delitos cometidos 
en buques de otros Estados parte, y siempre que el Estado del 
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pabellón decline expresamente el ejercicio de la jurisdicción en su 
favor, sobre la base de lo establecido previamente en acuerdos o 
arreglos y a la vista de las pruebas recogidas durante la visita e 
inspección. En este sentido, si bien es cierto que el ejercicio de la 
jurisdicción en este supuesto se verá dificultado por la tradicional 
competencia del Estado del pabellón y las cuestiones procedi-
mentales que puedan suscitarse en el plano interno, se trata de una 
cuestión que va estrechamente ligada a la efectiva realización del 
objetivo perseguido por el artículo 17 de la Convención 3 3. 
c) Valoración 
El examen de las disposiciones de la Convención de Naciones 
Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sico-
trópicas de 1988 pone de manifiesto que en relación con el tráfico 
ilícito de drogas por mar, ésta se sitúa en la misma línea apuntada 
a propósito de la Convención sobre Derecho del Mar de 1982, al 
mantener el consentimiento del Estado del pabellón como condi-
ción indispensable para el derecho de visita, y en su caso, el ejer-
cicio de jurisdicción sobre los buques que se dedican al tráfico 
ilícito de drogas, y ello a través de un regimen consensual como el 
descrito que requiere la autorización previa, discrecional y ad hoc 
del Estado del pabellón. Estas consideraciones no desmerecen, sin 
embargo, la relevancia de este Instrumento ya que, como señala 
GlLMORE, "...Although only few new substantive obligations 
have been imposed, in formulating accepted international standars, 
procedures and practices relevant to the interdiction of drug 
shipments by sea and the prosecution of those involved, the 1988 
convention provides a valuable basis for more effective law 
enforcement in the future"3 4. 
En definitiva, puede decirse que el avance que representa la 
Convención se sitúa en la formulación de un esquema y unos prin-
cipios generales de cooperación para la represión del tráfico ilícito 
por mar -tales como el del intercambio de informaciones entre el 
Estado interviniente y el del pabellón, el respeto de unas garantías 
o salvaguardias generales mínimas en la actuación sobre el buque 
sospechoso y el de la responsabilidad por actuaciones injustifica-
das-, que son de gran interés, como demuestra el posterior desa-
33. ROUCHEREAU: op.cit., p. 614. 
34. GILMORE: loc.cit., p. 192. 
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3. La cooperación en el plano regional: El Acuerdo del Consejo 
de Europa sobre tráfico ilícito por mar de 1995 
a) Marco general y objetivos 
Si como se acaba de apuntar la efectiva supresión del tráfico 
ilícito de drogas requeriría que el esquema de cooperación pro-
puesto por la Convención de Naciones Unidas de 1988 fuese 
objeto de desarrollo en una pluralidad de ámbitos regionales 
-especialmente en aquellos más directamente afectados por los 
circuitos de transporte marítimo de drogas-, hasta el momento 
presente la realización de esta tarea solamente ha sido posible en el 
ámbito regional europeo y, más en concreto, en el marco del Con-
sejo de Europa, en el que se ha concluido un "Acuerdo relativo al 
tráfico ilícito por mar en aplicación del art. 17 de la Convención de 
Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias sicotrópicas" de 31 de enero de 1995 3 6. 
35. Este objetivo se recoge en las recomendaciones formuladas por el "Grupo 
de trabajo sobre Cooperación Marítima" que se ha referido a la necesidad de alentar 
la concertación de acuerdos y arreglos regionales y bilaterales encaminados a 
fomentar la cooperación internacional contra el tráfico ilícito de drogas por mar, 
indicando la conveniencia de invitar al PNUFID a que elabore un acuerdo modelo 
para homogeneizar las modalidades de este tipo de cooperación y, cuando fuere 
posible, facilitar la convocatoria de reuniones regionales o subregionales con 
miras a concertar tales acuerdos y arreglos, ("Informe de la reunión del Grupo de 
Trabajo sobre Cooperación Marítima...", cit., p. 24). 
36. "Accord relatif au trafic illicite par mer, mettant en ouvre l'article 17 de la 
Convention des Nations Unies contre le trafic illicite de stupéfiants et de 
substances psychotropes", Strasbourg, 31 Janvier 1995, (ver en RGDI, 1995/1, 
pp. 212-228). El Acuerdo no ha entrado en vigor, aunque ha sido firmado por 
Grecia, Italia, Noruega, Suecia y Reino Unido. 
En este mismo ámbito regional europeo se sitúa la acción de los Estados 
miembros de la Unión Europea en el marco de la cooperación en asuntos de justicia 
e interior (art. K.l. 9, TUE "cooperación policial para la prevención y la lucha 
contra el tráfico ilícito de drogas...") que por ahora no ha dado lugar a ningún 
instrumento convencional de los previstos en el art. K. 3. p. 2, c), TUE; sin 
embargo, la actividad hasta ahora desarrollada incluye un "Programa de 
operaciones comunes de vigilancia del tráfico aéreo y marítimo para 1994", 
Consejo (JAI), 21/22.2.1994, Comunicado de prensa 5044/94 y una "Estrategia de 
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Este Acuerdo que se encuadra en las actividades del Grupo 
Pompidou en materia de lucha contra el tráfico ilícito de drogas 
por vía marítima -que ha venido afectando de forma particular a 
los Estados miembros del Consejo de Europa de la cuenca 
mediterránea 3 7, tiene como objetivo intensificar en toda la medida 
de lo posible la cooperación destinada a la represión del tráfico 
ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas por mar, de 
conformidad con el Derecho Internacional del mar y el respeto 
absoluto al principio de libertad de navegación; completando en el 
plano regional -como indica su tí tulo- las disposiciones del 
artículo 17 de la Convención de 1988 para darles efecto o reforzar 
su eficacia3 8. 
En este sentido, puede decirse que el Acuerdo responde a una 
doble lógica de subordinación a los mismos principios que com-
ponen el esquema de cooperación establecido por la Convención 
de 1988, a la vez que los precisa y desarrolla en orden a conseguir 
una cooperación más efectiva; todo ello sin perjuicio de que en 
algunos casos las soluciones recogidas por este Instrumento su-
pongan un cierto avance respecto a las de la propia Convención, 
aunque, como se acaba de apuntar, siempre dentro del límite de la 
conformidad con el Derecho Internacional del mar que se recoge 
como uno de los principios generales del Acuerdo 3 9. 
En conexión con estas ideas, y por lo que se refiere a las dis-
posiciones generales del Acuerdo, hay que destacar que en rela-
ción con la determinación de las infracciones sancionables, se 
opera una remisión a las establecidas en la Convención de 1988 4 0. 
El Acuerdo recoge, en cambio, una solución más avanzada en la 
lucha contra el tráfico ilícito de droga", Consejo (JAI), 9/10.3.1995, Comunicado 
de prensa 5423195. Por otra parte, hay que destacar que la Comunidad participó en 
la Convención de NU de 1988 y se adhirió a la misma el 22.10.1990 en función de 
sus competencias en materia de precursores químicos y farmacéuticos 
(Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo sobre un plan 
de actuación de la Unión Europea en materia de lucha contra la droga (1995-1999), 
COM (94) 234 final, p. 43). 
37. Cf. NAGUER:"The Council of Europe Cooperation Group to combat Drug 
Abuse and Illicit Trafficking in Drugs (The Pompidou Group)", Bulletin on 
Narcotics, vol. 39, 1987, pp. 36 y sigs. Hay que tener en cuenta, sin embargo, la 
extensión de las cuestiones vinculadas al tráfico ilícito de drogas a otros ámbitos 
geográficos europeos, como el mar Báltico, que se ha derivado de los cambios 
geopolíticos acaecidos en Europa desde 1989. 
38. Considerandos 4 y 5. 
39. Art. 2, p. 1. y 3. 
40. Art. 1 que remite al art. 3, p. 1 de la Convención de 1988. 
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41 . Art. 3, p. 2, 3 y 4. 
42. Tal como se recoge en el art. 2, p. 2. 
43. El art. 6 del Acuerdo señala que el Estado interviniente podrá solicitar al 
Estado del pabellón autorización para detener el buque, montar a bordo y adoptar 
539 
cuestión relativa al establecimiento de la competencia de los Esta-
dos parte respecto a estos delitos, en el sentido de que la hace obli-
gatoria también en relación con las infracciones pertinentes come-
tidas a bordo de un buque sin nacionalidad o con pabellón de otro 
Estado parte, si bien el ejercicio de la competencia en este último 
supuesto sólo pueda llevarse a cabo de conformidad con lo dis-
puesto por el Acuerdo, que establece la competencia preferencial 
del Estado del pabellón 4 1. 
b) Mecanismos y Principios de cooperación 
— Procedimiento de autorización 
Tal como sucede en relación con el art. 17 de la Convención 
de 1988, el Acuerdo de 1995 centra principalmente su atención en 
las cuestiones que suscita la intervención sobre buques con pabe-
llón de otro Estado parte -aunque también contemple la asistencia 
al Estado del pabellón o la que se solicita a propósito de los 
buques desprovistos de nacionalidad-, estableciendo al respecto 
un mecanismo de cooperación que, como se irá viendo, sigue el 
mismo esquema y principios que los establecidos por la Conven-
ción de 1988, que, sin embargo, son objeto de una regulación más 
detallada y sobre todo de una mayor concreción en el objetivo de 
reforzar la eficacia de las medidas coercitivas4 2. 
En concreto, el procedimiento previsto por el Acuerdo para el 
supuesto en que un Estado parte tenga motivos razonables para 
sospechar que un buque que tiene el pabellón o está registrado en 
otra Parte se dedica o sirve para cometer una infracción pertinente, 
se articula a través de la misma conjunción de los principios de 
consentimiento del Estado del pabellón y de intercambio de infor-
maciones que establece la Convención de 1988. 
Así, en consonancia con el respeto al principio del consenti-
miento del pabellón y, siguiendo la solución recogida en la Con-
vención de 1988, el Acuerdo mantiene la autorización del Estado 
del pabellón como presupuesto necesario de la cooperación esta-
blecida en el Acuerdo 4 3 . Esta autorización es expresa, previa a la 
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actuación del Estado interviniente y de carácter discrecional, reco-
nociéndose además al Estado del pabellón la posibilidad de subor-
dinarla a condiciones o restricciones, tales como que éste tenga 
que dar expresamente su autorización de forma previa a la adop-
ción por el Estado interviniente de cualquier medida particular 4 4. 
De forma paralela, el Acuerdo señala la obligación del Estado del 
pabellón de acusar inmediatamente recepción de la solicitud de 
autorización y comunicar su decisión lo antes posible, y en la 
medida de lo posible, en las cuatro horas siguientes a la recepción 
de la misma 4 5. 
El análisis de estas disposiciones permite constatar que el 
Acuerdo ha procedido a agilizar el procedimiento que figura en la 
Convención de 1988, a través de la determinación del contenido 
mínimo de la solicitud de la autorización -en la que se incluye 
ahora la petición de la confirmación del pabellón del buque 4 6 - y la 
determinación de un límite temporal máximo para la comunicación 
de la decisión del Estado del pabellón, permitiendo, aunque las 
comunicaciones tengan que ser por escrito, el recurso a medios 
modernos de telecomunicación tales como el telefax4 7. 
Además, hay que destacar que, pese al carácter discrecional 
con el que se articula la autorización del Estado del pabellón, al 
determinar el contenido de la solicitud de la misma, el Acuerdo 
estaría apuntando unos criterios orientadores para la decisión 
positiva de éste; en este sentido puede valorarse la información 
técnica sobre los datos, la posición del buque y las medidas que 
pretenden adoptarse, ya que estos datos permitirán al Estado del 
pabellón estimar si el Estado solicitante está en condiciones de 
intervenir eficazmente; teniendo en cuenta que a ello se añade la 
referencia a un criterio de igualdad de trato, al establecer que éste 
último deberá asegurar en la solicitud que adoptaría las mismas 
todas o algunas de las medidas especificadas en el Acuerdo. Sin embargo, como 
señala GILMORE, durante la elaboración de la Convención se examinaron 
otras alternativas, optándose por lo que este autor considera "this rather conserva-
tive approach", ("Narcotics interdiction at sea. The 1995 Council of Europe 
Agreement", Marine Police, 1996, p. 7). 
44. Art. 8. 
45. Art. 7. 
46. Art. 21. 
47. Posibilidad recogida por el art. 19, p. 1. 
540 
L A R E P R E S I Ó N D E L T R Á F I C O I L Í C I T O D E D R O G A S E N A L T A M A R . . . 
541 
medidas para las que pide autorización, si se tratase de un buque 
de su pabellón 4 8. 
Por lo demás, la autorización se prevé como un instrumento 
de más amplio alcance que en el supuesto de intervención en un 
buque con pabellón de otro Estado Parte del que existan sospechas 
de que se dedica al tráfico de drogas, resultando también de 
aplicación cuando sea el propio Estado del pabellón el que solicite 
la asistencia de otra Parte para poner fin a esta situación; de forma 
que si ésta consiente en actuar, salvo indicación en contrario, 
resultará aplicable el mismo régimen que se establece entre el 
Estado interviniente y el Estado del pabellón 4 9. 
Finalmente por lo que respecta al ámbito de aplicación del 
procedimiento de autorización, al subrayar que el buque "se livre á 
une infraction pertinente ou sert á la commetre", el "Informe expli-
cativo al Proyecto de Acuerdo" señala que se ha pretendido aclarar 
la referencia del art. 17, p.3 de la Convención de 1988 en relación 
a los buque nodriza 5 0. También el ámbito de aplicación espacial 
resulta más claro gracias a la referencia que se realiza a "las aguas 
más allá del mar territorial de cualquier Estado", sin perjuicio de 
que en los principios generales del Acuerdo se recoja, en el marco 
del respeto al Derecho Internacional del mar, una referencia a la 
necesidad de no interferir en los derechos y obligaciones de los 
Estados ribereños o en el ejercicio de su competencia5 1. 
48. Art. 21, p. 1, d. A este respecto señala GILMORE que "This provision was 
motivated by a desire to ensure a rough equivalence of treatment, as a matter of 
both law and practice, of national and foreign vessels by the intervening 
State",("Narcotics interdiction loc.cit., 1996, p. 8). 
49. Al respecto, el art. 4 señala que al solicitar asistencia, el Estado del 
pabellón puede autorizar a la Parte requerida que adopte algunas o todas las medidas 
especificadas en el Acuerdo. De acuerdo con lo dispuesto en el art. 5, la solicitud de 
asistencia puede también ser formulada cuando el buque sospechoso carezca de 
nacionalidad, aunque en este caso, puesto que el Estado interviniente tiene por la 
condición del buque plena competencia para actuar, sólo estará obligado a informar 
sobre los resultados de las medidas adoptadas a la Parte que inicialmente le haya 
proporcionado la información o solicitado la asistencia. 
50. Ver el "Draft Agreement on Illicit Traffic by Sea, Implementing Article 
17 of the United Nations Convention Against Illicit Traffic in Narcotics Drugs and 
Psychotropic Substances and Explanatory Report", Council of Europe Doc, CDPC 
(94) 22, Addendum, 27 June 1994, p. 21, citado por GILMORE: "Narcotics inter-
diction...", loc. cit., 1996, p. 5. Este autor precisa en relación con esta cuestión 
que no parece requerirse que el buque esté directa o exclusivamente dedicado al 
tráfico ilícito, sino que la implicación de uno o más miembros de la tripulación 
podría ser suficiente (Ibidem, p. 7). 
5 1. Art. 2, p. 3. 
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— Medidas aplicables 
Por lo que se refiere a las medidas aplicables previstas en el 
Acuerdo, éste diferencia entre la adopción por el Estado intervi-
niente de unas "medidas autorizadas" y unas "medidas de ejecu-
ción". Las primeras se refieren al derecho de visita e investigación 
de las actividades ilícitas del buque en el mar, pareciendo dedu-
cirse del texto del Acuerdo, como ya se ha apuntado, que el 
Estado del pabellón puede limitar el ejercicio de estas medidas a su 
autorización expresa 5 2. Las "medidas de ejecución" previstas en el 
art. 10 son las que el Estado interviniente puede adoptar una vez 
que, en virtud de las anteriores, dispone de pruebas de la comisión 
de una infracción pertinente que, de acuerdo con su legislación 
interna justificarían, bien la detención de las personas concernidas, 
bien la inmovilización del buque. 
Todas estas medidas se llevan a cabo según el derecho del 
Estado que interviene y en el caso de que el Estado de pabellón 
reclame con posterioridad a su realización el ejercicio de su com-
petencia preferente, se establece una ficción legal de acuerdo con 
la cual los agentes del Estado interviniente serán considerados 
como agentes del Estado del pabellón y las medidas que hayan 
sido adoptadas por el primero como realizadas en el marco del 
procedimiento del segundo 5 3. 
52. Las "medidas autorizadas" contenidas en el art. 9 se refieren a la 
posibilidad de: 
i. a. detener el buque y montar a bordo; b. tomar el control efectivo del buque 
y de todas las personas que se encuentren a bordo; c. adoptar cualquiera de las 
medidas previstas en el (ii) que se consideren necesarias para establecer si se ha 
cometido una de las infracciones pertinentes y tomar los elementos de prueba 
necesarios; d.obligar al buque y a toda persona que se encuentre a bordo a hacerse 
escoltar hasta el territorio del Estado interviniente e inmobilizar el buque para 
llevar a cabo investigaciones más detalladas; 
ii. y después de haber tomado el control efectivo del buque: a. registrar el 
buque, toda persona y todo objeto a bordo, incluido la carga; b. abrir los contene-
dores o mandar abrirlos, examinarlos y tomar muestras de todo lo que se encuentre a 
bordo; c. solicitar información a cualquier persona que se encuentre a bordo sobre 
ella o cualquier objeto que se encuentre a bordo; d. exigir que se presenten docu-
mentos, libros o registros relativos al buque o todo objeto que se encuentre a 
bordo, y hacer fotografías o copias de todos los objetos de los que las autoridades 
competentes estén habilitadas a exigir su presentación; e.tomar y conservar todo 
elemento de prueba o material descubierto a bordo del buque. 
53. Art. 11, p. 3 y 14, p.5. 
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— Garantías y Salvaguardias Mínimas. Responsabilidad 
Partiendo del principio enunciado por la Convención de 1988 
sobre la obligación de las Partes interesadas de tener debidamente 
en cuenta la necesidad de no comprometer la seguridad de la vida 
en el mar, ni la del buque y la carga, ni de atentar contra los inte-
reses comerciales o jurídicos del Estado del pabellón o de cual-
quier otro Estado interesado, y, - a la vista de la amplitud de las 
medidas aplicables por el Estado interviniente-, el art. 12 del 
Acuerdo recoge toda una serie de salvaguardias mínimas. Estos 
criterios de actuación se refieren a la necesidad de valorar los 
riesgos que comporta la inspección del buque en el mar y la posi-
bilidad de llevar a cabo esta operación en mejores condiciones de 
seguridad en la siguiente escala del buque, así como la de mini-
mizar los perjuicios sobre las actividades comerciales legítimas del 
buque y la de evitar que éste sea indebidamente inmovilizado o 
retrasado. 
Especial relevancia reviste por sus repercusiones prácticas, la 
referencia a la necesidad de limitar el empleo de la fuerza al míni-
mo necesario para asegurar el respeto a las instrucciones del 
Estado interviniente5 4. Como recoge GlLMORE, la intención de los 
redactores del Acuerdo fue subrayar el carácter excepcional de 
cualquier medida de esta naturaleza en consonancia con la regu-
lación de la que es objeto esta cuestión en el plano general, en la 
que el uso de la fuerza es un recurso último, cuya utilización viene 
determinada por unos criterios de razonabilidad y proporcio-
nalidad a la vista de las circunstancias del caso 5 5 . Las garantías 
previstas afectan también a las medidas de ejecución recogidas en 
el Acuerdo, especialmente por lo que se refiere a que el período de 
inmovilización del buque no supere el tiempo "estrictamente nece-
sario" para llevar a cabo la investigación de las infracciones perti-
5 4 . Art.12, p. 1, d. Como señala BROWN, esta cuestión puede plantear 
problemas si el buque sospechoso se resiste al abordaje y la inspección 
(The International Law and the Sea, Aldershot, Dartmouth, 1994, vol. I, p. 312) . 
5 5 . GILMORE: "Narcotics Interdiction...", loc. cit., 1996, p. 9. De ahí, la im-
portancia de la previsión contenida en el art. 2 2 del Acuerdo de que cada Parte 
adopte las medidas necesarias para informar a los propietarios y capitanes de los 
buques de su pabellón, de que los Estados parte pueden ser autorizados a inspec-
cionar los buques más allá del mar territorial de cada Estado a los fines establecidos 
en el presente Acuerdo, y de informarlos, en particular, de su obligación de 
ajustarse a las instrucciones de las autoridades encargadas de la inspección del 
Estado interviniente autorizado al efecto. 
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nentes o la necesidad de dejar libres a las personas que no sean 
sospechosas o de restituir los objetos que no puedan servir de 
prueba 5 6 . 
En conexión con estas cuestiones, se plantea también el tema 
de la responsabilidad por los daños que puedan desprenderse de la 
actuación negligente o de cualquier otra forma imputable al Estado 
interviniente en aplicación de las medidas previstas, aspecto que sí 
es objeto una regulación específica, a diferencia de lo que sucede 
en la Convención de 1988 en la que, como hemos visto, se remite 
directamente a lo que se establezca en las condiciones de la 
autorización del Estado del pabellón 5 7; contemplándose también la 
cuestión relativa a los gastos que la adopción de tales medidas 
pueda llevar aparejados5 8. 
Desde un punto de vista práctico, ambas cuestiones remiten a 
los mecanismos de solución de controversias relativos a la aplica-
ción e interpretación del Acuerdo que, si bien resultan bastante 
débiles, respondiendo claramente a un respeto estricto del prin-
cipio de elección de medio, estarían abriendo una cierta válvula de 
obligatoriedad en relación con el recurso al Tribunal Internacional 
de Justicia por la vía del art. 34, p.4 del Acuerdo 5 9. 
— Ejercicio de la jurisdicción 
Como ya se ha señalado, el Acuerdo establece la obligación 
de los Estados parte de declararse competentes sobre las infrac-
ciones pertinentes cometidas a bordo de los buques con pabellón 
de las otras Partes, lo que justifica que el ejercicio de la jurisdic-
ción del Estado del pabellón no se pueda considerar como estric-
tamente exclusivo, sino como preferente; llevando ello aparejado 
una cierta flexibilización en la regulación del ejercicio de la juris-
dicción en favor del Estado interviniente, ya que si bien es cierto 
que el Acuerdo impone a este último unas obligaciones de notifi-
cación e información en relación con todas las medidas adoptadas 
y las pruebas recogidas, para que el Estado del pabellón pueda 
decidir si opta por el ejercicio del derecho de la jurisdicción 
5 6 . Art. 10, p. 3 . 
5 7 . Art. 26 . 
5 8 . Art. 2 5 . 
5 9 . Ver GILMORE: "Narcotics Interdiction...", loc.cit., 1996, p. 12. Hay que 
destacar a este respecto la mención en el art. 34. p. 2 de un mecanismo arbitral ad 
hoc cuyo desarrollo figura en el Anexo del Acuerdo. 
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preferente, hay que destacar que del art. 14, p.2 parece concluirse 
que se estaría promoviendo su cesión al Estado que ha interve-
nido, en la medida en que si el Estado del pabellón no lo notifica 
en el plazo de catorce días, se presume que renuncia al derecho de 
ejercer su competencia preferente. Todo ello sin perjuicio de que, 
en caso contrario, se establezca la remisión por el Estado intervi-
niente de las personas, del buque, la carga y las pruebas 6 0. 
En cualquier caso, el ejercicio de la jurisdicción por el Estado 
interviniente plantea también el respeto de una serie de garantías de 
orden procesal, en el sentido de que, salvo la autorización expresa 
del Estado del pabellón, aquel sólo puede adoptar las medidas 
destinadas a procesar a los autores de las infracciones pertinentes. 
En esta misma línea, en cualquier caso, ninguna disposición del 
Acuerdo puede interpretarse como que priva a una persona dete-
nida en virtud del derecho del Estado interviniente a someter su 
detención ante un Tribunal de dicho Estado de conformidad con 
los procedimientos establecidos en el Derecho interno 6 1. Además, 
si en el Estado del pabellón, a diferencia de en el Estado intervi-
niente, la infracción está castigada con la pena capital, la remisión 
de cualquier persona implicada puede condicionarse a que éste dé 
garantías suficientes de que dicha pena no será ejecutada6 2. 
c) Valoración 
El examen de las disposiciones del Acuerdo pone de mani-
fiesto que éste ha optado en líneas generales por seguir las solu-
ciones previstas en la Convención de 1988, especialmente en lo 
que se refiere a la articulación del consentimiento del Estado del 
pabellón a través de una autorización discrecional, previa y expre-
sa, lo que no empaña, sin embargo, el esfuerzo de concreción y 
regulación detallada de los mecanismos y principios de coope-
6 0 . Art. 14, p. 3 . Como señala GILMORE, aunque es evidente que la articula-
ción del concepto de "jurisdicción preferente" y la regulación detallada de los 
requisitos que del mismo se desprenden pueden llegar a constituir un impedimento 
para la ratificación y un obstáculo para la efectiva cooperación criminal, lo cierto 
es que en el ánimo de los miembros del Comité estaba que, en la práctica, el ejer-
cicio de la jurisdicción se dejase al Estado interviniente, (ver en "Narcotics 
Interdiction...", loe. cit., 1996, p. 14). 
6 1 . Art. 15, p. 4 . 
6 2 . Art. 16. Véanse con este mismo sentido de garantía, los arts. 2 3 
(utilización restringida de las informaciones y elementos de prueba) y 2 4 
(confidencialidad). 
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ración establecidos en la Convención de 1988 que realiza el 
Acuerdo de 1995, y ello en la medida en que conlleva una efectiva 
agilización del procedimiento de autorización, desarrolla el prin-
cipio de intercambio de informaciones, concreta y especifica las 
medidas aplicables y regula detalladamente las salvaguardias míni-
mas y la cuestión de la responsabilidad. Además, con indepen-
dencia del valor que los avances señalados representan en sí mis-
mos en orden a un desarrollo progresivo de la regulación interna-
cional de la represión del tráfico ilícito de drogas por mar, hay que 
subrayar la solución alcanzada en relación a las cuestiones vincu-
ladas al ejercicio de la jurisdicción, en las que, aun partiendo del 
consentimiento del Estado del pabellón, se estaría facilitando su 
renuncia en favor del Estado interviniente. 
Ello no impide el que podamos preguntamos hasta que punto 
el alto grado de homogeneidad jurídica y política existente entre 
los miembros del Consejo de Europa no hubiera permitido agilizar 
y flexibilizar más aun la concesión de la autorización, siguiendo, 
como veremos, el modelo de algunos de los Acuerdos existentes 
en el plano bilateral; echándose de menos en el Acuerdo, por otra 
parte, una referencia a otras técnicas de cooperación como la en-
trega vigilada, aunque hay que suponer que la cooperación policial 
en la aplicación del Acuerdo, se verá favorecida por el incremento 
sustantivo y procedimental del intercambio de información que se 
opera entre los Estados partes. 
En este sentido, aun siendo el Acuerdo un desarrollo subor-
dinado y respetuoso de la Convención de 1988 y de otros Con-
venios multilaterales relativos a cuestiones particulares, y amén de 
que pueda abrirse a la participación de Estados que no sean miem-
bros del Consejo de Europa, el propio Acuerdo busca su desa-
rrollo más completo o efectivo en el plano regional y bilateral6 3, en 
el que, como se verá, resulta más fácil llegar a soluciones que 
contemplen una mayor superación o más eficaz reglamentación del 
principio del consentimiento, promoviendo, así, una práctica ca-
paz de desembocar, a su vez, en un nuevo regimen multilateral 
más evolucionado y operativo. Además, al disponer que si las 
partes ya han regulado convencionalmente o de cualquier otra 
manera sus relaciones en materia de supresión del tráfico ilícito de 
drogas por mar de forma que facilite la cooperación internacional, 
podrán remitirse a lo acordado 6 4, se establece un mecanismo apro-
63. Art. 30, p. 1 y 2. 
64. Art. 30, p. 3. 
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piado para revalidar la práctica bilateral ya existente entre algunos 
de los Estados miembros del Consejo de Europa, y por tanto de la 
propia práctica bilateral española en esta materia que será objeto de 
posterior atención. 
B) La Cooperación bilateral 
Como se acaba de apuntar, la cooperación para la represión 
del tráfico ilícito de drogas ha sido objeto de desarrollo en el plano 
bilateral, habiéndose alcanzado por esta vía modelos más flexibles 
y avanzados en la superación del principio del consentimiento del 
Estado del pabellón. En el caso de España, el recurso a Instru-
mentos convencionales de carácter bilateral se ha hecho necesario 
como un medio más para hacer frente al extraordinario incremento 
que ha experimentado el tráfico ilícito de drogas por mar en los 
últimos años, debido, entre otros factores, a la particular situación 
geoestratégica que se deriva de la proximidad a los Estados pro-
ductores del norte de Africa, de la situación de paso en el Medi-
terráneo y de la condición de puerto de entrada en el Atlántico. De 
forma que al amparo de este lucrativo negocio se han ido for-
mando una serie de "organizaciones delictivas", en relación con 
las cuales el transporte por vía marítima constituye un elemento 
esencial de la operación de introducción ilegal de drogas en terri-
torio español con las consecuencias que de ello se deriva 6 5. 
Ahora bien, en la medida en que el tráfico ilícito de drogas 
constituye un problema de alcance internacional, hemos estimado 
la conveniencia de completar la práctica española con el examen de 
la de otros Estados consumidores y destinatarios, centrándonos en 
la de los EEUU, cuya actividad en esta materia constituye un va-
lioso punto de referencia, en la medida en que se trata de la prác-
tica de un Estado de reconocida importancia marítima, tradicional 
defensor del principio de libertad de navegación, que tiene un peso 
específico particular en la determinación del contenido y las 
65. Este transporte incluye el recurso a todo tipo de embarcaciones, de pesca, 
comerciales o, con mucha frecuencia de buques especialmente adaptados para estas 
mercancias que navegan sin pabellón o suelen abanderarse con pabellones de 
conveniencia que se cambian con frecuencia, haciendo difícil su determinación a 
efectos de establecer el Estado a cuya jurisdicción queda sometido el buque. 
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modalidades de aplicación de las normas internacionales en esta 
materia 6 6. 
A este respecto, la lucha contra el consumo y el tráfico ilícito 
de drogas ha constituido un objetivo constante de las distintas ad-
ministraciones americanas. Desde mediados de los años ochenta, 
y ante las dimensiones alcanzadas por el consumo interno y las 
consecuencias derivadas del mismo, la lucha contra la droga se 
sitúa entre las principales preocupaciones de la opinión pública 
americana, generalizándose la expresión "War on Drugs" para 
referirse a toda una serie de iniciativas adoptadas por los EEUU 
en el plano interno y externo para combatir el tráfico ilícito de 
drogas 6 7 . Y, como no podía ser de otra manera, la consideración 
del tráfico ilícito de drogas como un problema del mayor interés 
"doméstico" ha repercutido en la política exterior estadounidense 
que ha desarrollado tradicionalmente una intensa labor conven-
cional en esta materia y ha jugado un papel muy destacado 
en el impulso de la adopción de Convenciones en el plano 
multilateral68. 
1. Práctica bilateral de los EEUU 
En el plano bilateral, siguiendo el criterio de que el control del 
tráfico de drogas debe situarse principalmente en el origen, los 
EEUU han centrado su actividad convencional en el estableci-
miento de acuerdos con los Estados productores y de tránsito 6 9; 
presentándose, en muchos casos, la cooperación en la lucha contra 
el tráfico ilícito de drogas como una condición del apoyo 
66. Ver LEANZA, U . : "L'evoluzione delle norme internazionali in materia di 
prevenzione e di repressione del traffico illecito degli stupefacenti in alto mare", 
Le droit international á l'heure de sa codification. Etudes en l'honeur de Roberto 
Ago, Giuffre, Milano, 1987, T. I, p. 249. 
67. Cf. BOGGES, B.: «Exporting United States Drug Law: An Example of the 
International Legal Ramifications of the "War on Drugs"», Brighman Young 
University Law Review, 1992, pp. 169-173. 
68. Para un examen general de la actuación de los EEUU en esta materia en el 
plano internacional, ver International Narcotics Control Stategy Report, U.S. 
Departament of State, March, 1996. 
69. Ver "A Synopsis of U.S. Bilateral Narcotics Treaties and Agreements" en 
Treaties in Force. A list of Treaties and Other International Agreements of the 
United States in Force on January 1, 1994, U.S. Department of State. Updated 
October 18, 1994. 
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económico y en su caso militar de los EEUU a estos países que se 
concreta a través de la concesión de un "certificado de buena 
conducta", con los distintos matices e interpretaciones a los que el 
recurso a un mecanismo de estas características pudiera dar 
lugar 7 0. 
Por lo que respecta en concreto a Instrumentos convencio-
nales en materia de represión del tráfico ilícito de drogas por vía 
marítima, la práctica bilateral existente se ajusta a dos modelos que 
vienen determinados según el consentimiento para intervenir en 
los buques con pabellón de la otra Parte opere de forma unilateral 
en beneficio de los EEUU o, siguiendo un criterio de recipro-
cidad, en favor de los dos Estados parte. Así, en el primer caso, el 
Estado parte autoriza el ejercicio unilateral de medidas coercitivas 
y, en su caso, de la jurisdicción por parte de las autoridades de los 
EEUU sobre los buques con pabellón de aquel Estado que se 
dediquen al tráfico ilícito de drogas; en cambio, de acuerdo con el 
segundo de los modelos, el ejercicio de estos derechos se 
reconoce sobre la base de un criterio de reciprocidad a ambos 
Estados parte. 
a) El control unilateral de los EEUU 
Se incluyen en el primero de los modelos apuntados el 
"Acuerdo para facilitar la interdicción por los Estados Unidos de 
buques de Gran Bretaña sospechosos de tráfico de drogas" 7 1 y el 
"Acuerdo entre el Gobierno de Belice y el Gobierno de los Esta-
70. Cf. FALCO, M.: "Passing Grades. Branding Nations Won't Resolve the 
U.S. Drug Problem", Foreign Affairs, September/October, 1995, pp. 15-20. Como 
señala el "1994 International Narcotics Control Strategy Report: Certification 
Documents", el certificado se otorga a "...the major drug producing/or major drug 
transit countries/dependent territories have cooperated fully with the United 
States, or taken adequate steps on their own, to achieve full compliance with the 
goals and objectives of the 1988 United Nations Convention Against Illicit 
Traffic in Narcotics Drugs and Psychotropic Substances" (Ver en International 
Narcotics Control and United States Foreign Policy: A Compilation of Laws, 
Treaties, Executive Documents and Related Materials, December, 1994, p. 522). 
71 . Agreement to facilitate the interdiction by the United States of vessels of 
the United Kingdom suspected of trafficking in drugs, (Canje de Notas). Acuerdo 
firmado en Londres el 13.11.1981, {Treaties and Other International Act Series 
10296, en adelante TÍAS). 
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dos Unidos relativo a operaciones marítimas anti-droga" 7 2, que, 
en la línea de lo apuntado, reconocen de forma unilateral y no 
recíproca el derecho de los EEUU a intervenir en los buques con 
pabellón de los Estados Parte. 
Ahora bien, más allá de este criterio de unilateralidad al que 
los Acuerdos responden, hay que destacar que éstos sirven como 
manifestación del consentimiento del Estado concernido para que, 
-concurriendo determinados presupuestos de hecho y en el 
respeto a ciertas garantías-, las autoridades de los EEUU puedan 
adoptar las medidas en ellos previstas. De esta forma, no va a 
resultar necesario, como se ha visto que sucedía en el marco de los 
Instrumentos examinados en el plano multilateral, solicitar en cada 
caso la autorización expresa del Estado del pabellón, sino que el 
propio texto del Acuerdo funciona como una especie de autoriza-
ción o habilitación previa, superándose por esta vía el principio del 
consentimiento del Estado del pabellón. 
Las similitudes apuntadas constituyen los rasgos distintivos 
sobre los que se articula la cooperación prevista en estos Acuer-
dos, aunque como vamos a ver, su contenido nos muestra que 
existen ciertas diferencias notables debidas, en parte, al momento 
temporal y las circunstancias que han incidido en cada caso en su 
adopción; diferencias que justifican, en cualquier caso, un examen 
diferenciado de cada uno de ellos. 
—El Acuerdo con el Reino Unido de 1981 que durante cierto 
período de tiempo fue el único modelo de cooperación bilateral 
existente en esta materia, tiene su origen en los problemas genera-
dos por la utilización de yates y buques de uso no comercial 
matriculados en las entonces "British Caribbean dependencies" en 
el tráfico ilícito de drogas por mar dirigido a los EEUU 7 3 . 
En este sentido y siguiendo el esquema de cooperación avan-
zado, en virtud del Acuerdo, Gran Bretaña se obliga de forma 
unilateral a no objetar la intervención de los EEUU sobre los 
72. Agreement Between the Government of Belize and the Government of the 
United States of America Concerning Maritime Counter-Drug Operations. Acuerdo 
firmado en Belmopan el 23.12.1992, (TÍAS 11914). 
13. Este Acuerdo guarda relación con la práctica bilateral entre Gran Bretaña y 
los EEUU a propósito de la regulación del tráfico de bebidas alcohólicas entre 
ambos Estados a principios de siglo, especialmente a través de la "Convention 
between the United Kingdom and the United States respecting the Regulation of 
the Liquor Traffic", Washington, 23 de enero de 1924 ( Una comparación entre las 
disposiciones de ambos Acuerdos se puede ver en SIDDLE, J.: "Anglo-American 
Cooperation in the Supression of Drug Smuggling", ICLQ, 1982, pp. 738 y ss.). 
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"private vessels under the British flag" que se encuentren fuera de 
los límites del mar territorial y de la zona contigua de los EEUU, 
pero dentro de unas coordinadas geográficas en él delimitadas 7 4, 
cuando existan sospechas razonables de que el buque lleva a 
bordo un cargamento de drogas para ser importado en los EEUU 
en violación de sus leyes 7 5 . Concurriendo estas circunstancias, el 
Acuerdo autoriza a las autoridades de los EEUU a abordar el 
buque, examinar su documentación, adoptar cualesquiera otras 
medidas que sean necesarias para determinar su lugar de matrícula 
y, si de estas medidas se concluyen sospechas de que se está 
cometiendo un delito contra la legislación americana, proceder al 
registro y arresto del buque y a su conducción a un puerto de los 
EEUU 7 6 . 
Con menor amplitud con la que se reconoce la adopción de 
medidas coercitivas a las autoridades de los EEUU, se contempla 
el ejercicio de la jurisdicción sobre el buque infractor y las perso-
nas que se encuentren a bordo, ya que de las disposiciones del 
Acuerdo se concluye el reconocimiento tácito del ejercicio de dicha 
competencia, salvo que las autoridades de Gran Bretaña la objeten 
dentro de los plazos previstos 7 7. 
El Acuerdo lleva a cabo por tanto una efectiva flexibilización 
del principio del consentimiento del Estado del pabellón que 
apunta a su superación en el plano de las competencias coercitivas 
y a un importante debilitamiento del mismo en relación con el 
74. El p. 9 del Acuerdo establece que estas zonas comprenden "...the Gulf of 
Mexico, the Caribbean Sea, that portion of the Atlantic Ocean West of longitude 
55 s West and South of latitude 30 e North and all other areas within 150 miles of the 
Atlantic coast of the United States...". Como señala GILMORE, esta disposición que 
no se refiere expresamente ni al alta mar ni a los espacios marítimos de terceros 
Estados, plantea ciertos problemas de interpretación en relación con la posibilidad 
de llevar a cabo actuaciones sobre buques situados en las ZEE de terceros Estados en 
la región o incluso en "... their contigous, customs and similar zones..." 
("Narcotics Interdiction at Sea. UK-US Cooperation", Marine Policy, 1989, 
p. 224). 
75. Como apunta SIDDLE: loe.cit., p.740, este criterio del "reasonably 
believe that the vessel has on board a cargo of drugs", resulta más estricto que el 
"motivo fundado" del artículo 22 de la Convención sobre alta mar de 1958 y ha 
sido objeto de control jurisdiccional por los Tribunales americanos. 
76. Arts. 1, 2 y 3. 
77. Arts. 4 y 5 que establecen un plazo de 14 y 30 días respectivamente desde 
la entrada en el puerto del buque, para objetar el ejercicio de los EEUU de 
jurisdicción sobre el buque y las personas con nacionalidad británica. A este 
respecto, el art. 5 in fine precisa que Gran Bretaña no objetará el procesamiento de 
cualquier otra persona que se encuentre en el buque. 
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ejercicio de la jurisdicción. Sin embargo, el amplio margen de 
actuación reconocido de forma unilateral a una de las Partes no va 
acompañado de un conjunto detallado de garantías o salvaguardias 
mínimas, ya que el Acuerdo limita éstas exclusivamente a la 
obligación de informar prontamente a las autoridades del pabellón 
sobre la adopción de cualquiera de las medidas previstas 7 8, sin 
referirse a otras cuestiones, tales como el uso de la fuerza, cuya 
relevancia práctica ha sido puesta de manifiesto por la posterior 
aplicación del Acuerdo 7 9 . En este mismo sentido, resulta igual-
mente criticable la debilidad con la que se trata la responsabilidad 
por pérdidas o daños infringidos como consecuencia de actuacio-
nes contrarias al Acuerdo, impropias o irrazonables que se remite 
a la reunión de los representantes de los dos gobiernos a 
requerimiento de uno de ellos 8 0. 
— El Acuerdo con Belice de 1992 se sitúa en el marco 
jurídico de la cooperación propiciada por el art. 17 de la 
Convención de 1988, del que puede considerarse un desarrollo en 
el plano bilateral, aunque, además de las actuaciones en alta mar, 
el Acuerdo regula otro ámbito de la cooperación que afecta a las 
aguas de Belice a través de la actuación conjunta entre las 
autoridades de ambas Partes, como expresión de una cooperación 
técnica en la represión del tráfico ilícito de drogas en relación a 
Estados que no disponen de medios suficientes para llevarla a 
cabo por ellos mismos 8 1 . 
Desde este punto de vista, hay que diferenciar las operaciones 
anti-droga en aguas de Belice de la cooperación destinada a 
permitir la intervención de las autoridades de los EEUU sobre los 
buques con pabellón de Belice más allá del mar territorial de 
cualquier Estado, ya que en las primeras participan oficiales de los 
dos Estados Parte, pero son responsabilidad y están sujetas a la 
78. Art. 7. 
79. GILMORE: "UK-US cooperation", loc.cit., p. 228. 
80. Art. 8. Quizás por estas razones, la nota diplomática remitida por Gran 
Bretaña se acompaña de una carta en la que se precisa que el Canje de notas no debe 
ser considerado como un precedente para la conclusión de posteriores Acuerdos que 
afecten la libertad de navegación de los buque con pabellón británico en alta mar. 
8 1. Estas actuaciones se articulan a través del intercambio de oficiales que, 
embarcados en los buques competentes, actúan como "law enforcement shipriders" 
para asegurar el cumplimiento de las respectivas legislaciones. Similares operacio-
nes se han llevado a cabo con Colombia, las Bahamas, Turks and Caicos Islands y 
las British Virgin Islands (En relación con estas últimas, cf. BROWN, op.cit., 
p. 311). 
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autoridad del gobierno de Belice 8 2 , mientras que las medidas 
coercitivas adoptadas en virtud de la segunda, aunque puedan 
conllevar la asistencia de Belice, recaen de forma principal en las 
autoridades de los EEUU. 
En este sentido, y por relación al ámbito de nuestro interés 
principal, el artículo 10 del Acuerdo permite a las autoridades de 
los EEUU que encuentren a un buque sospechoso con pabellón de 
Belice más allá del mar territorial de cualquier Estado, abordarlo y 
registrarlo junto con las personas que se encuentren a bordo, y si 
existe evidencia de la comisión de tráfico ilícito, detenerlo, pen-
diente de la instrucciones expeditas del gobierno de Belice. Se 
pone así de manifiesto que el Acuerdo sirve como expresión del 
consentimiento de Belice para que las autoridades de los EEUU 
puedan actuar sobre los buques del pabellón de aquel, sin 
necesidad de una autorización expresa previa, operándose por esta 
vía una superación del consentimiento en términos similares a los 
del Acuerdo Anglo-americano de 1981. 
Por lo demás, el Acuerdo establece un régimen común de 
garantías o salvaguardias, al que debe responder su aplicación y 
que resulta bastante más detallado que el previsto en el Acuerdo 
Anglo-americano de 1981, precisando la necesidad de realizar 
todos los supuestos de abordaje y registro previstos en el Acuerdo 
de conformidad con las leyes nacionales y regulaciones de ambas 
Partes y con el Derecho Internacional y las prácticas internacional-
mente aceptadas 8 3. Especial atención se presta a la regulación del 
uso de la fuerza que deberá realizarse en estricta conformidad con 
las leyes y prácticas de ambas Partes y de acuerdo con el criterio 
de lo mínimo razonable necesario en las circunstancias, aunque sin 
excluir el derecho de legítima defensa 8 4. Más débil resulta en 
82. Art. 2. En este sentido hay que destacar que las actuaciones de los buques 
de los EEUU en las aguas de Belice se hacen depender con carácter general de la 
autorización del "shiprider" de Belice embarcado a bordo, y sólo en ausencia del 
mismo, podrán éstos abordar y registrar cualquier buque sospechoso que, encon-
trándose más allá del mar territorial huya a aguas de Belice y sea allí perseguido por 
un buque de los EEUU, y si se confirman las sospechas, detenerlo, pendiente de las 
instrucciones del gobierno de Belice (art. 8, p. b) así como entrar en las aguas de 
Belice para abordar y registrar cualquier buque sospechoso, exceptuando los del 
pabellón del Estado territorial, y si se confirman las sospechas, detenerlo, pen-
diente de las instrucciones del gobierno de Belice (art.8, p. c). 
83. Art. 14. 
84. Art. 16. En conexión con esta cuestión, el art. 17 señala que para facilitar 
la aplicación del Acuerdo, cada Estado parte se asegurará que la otra Parte será 
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cambio el tratamiento de la cuestión relativa a la responsabilidad 
por daños que sigue la misma solución del Acuerdo Anglo-
americano de 1981 8 5 . 
Por lo que se refiere al ejercicio de la jurisdicción, el Acuerdo 
establece el derecho de jurisdicción exclusiva (primary right) de 
Belice sobre todos los supuestos acaecidos en sus aguas o que 
conciernan un buque de su pabellón, sin perjuicio de reconocer la 
posibilidad de que, en el respeto a sus normas constitucionales y 
legislativas, pueda renunciar a su jurisdicción en favor de los 
E E U U 8 6 ; en este sentido, el Acuerdo con Belice resulta más 
restrictivo que el Acuerdo Anglo-americano de 1981, en la medida 
en que requiere la renuncia expresa al ejercicio de la jurisdicción. 
b) El control sobre un criterio de reciprocidad 
La práctica convencional americana ofrece también un ejemplo 
de cooperación sobre un criterio de reciprocidad, representado por 
el Acuerdo entre el Gobierno de los EEUU y el Gobierno de la 
República de Venezuela para suprimir el tráfico ilícito de estupefa-
cientes y sustancias sicotrópicas por mar de 1991 8 7 . Se trata de un 
Acuerdo que se ajusta de forma más precisa al modelo de coope-
ración propuesto por el artículo 17 de la Convención de NU de 
1988, aunque va a desarrollar y precisar los principios de este 
Instrumento en orden a mejorar los procedimientos bilaterales que 
impliquen los abordajes e inspecciones de naves de las cuales se 
sospeche que están incursas en el tráfico ilícito por mar 8 8 . 
En este sentido, puede decirse que el Acuerdo lleva a cabo 
una flexibilización del modelo de cooperación previsto en la Con-
plenamente informada sobre sus leyes y regulaciones, particularmente aquellas 
relativas al uso de la fuerza. 
85. Art. 20. 
86. Art. 11. 
87. Acuerdo firmado en Caracas el 9.11.1991 (TÍAS 11827). 
88. Considerando quinto. En este sentido, el art. 1 establece que el Acuerdo 
regirá todas las actividades relacionadas con el abordaje o inspección de naves 
privadas o comerciales cuando cualquiera de las Partes tenga motivos para sos-
pechar que una nave que enarbole el pabellón o de otra forma aduzca estar matricu-
lada legalmente en una de las Partes y que se encuentre localizada más allá del mar 
territorial de cada una de ellas, está incursa en el tráfico ilícito de drogas, no 
existiendo en las proximidades de la nave sospechosa, unidades navales de su 
misma nacionalidad. 
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vención de 1988, ya que, aunque la actuación del Estado intervi-
niente requiere la previa solicitud de la verificación de la matrícula 
y la autorización del Estado del pabellón, al establecer un plazo 
muy breve -dos horas- para la respuesta del Estado del pabellón, 
estaría favoreciendo la concesión tácita de la autorización para 
abordar, inspeccionar y si se descubren evidencias del tráfico ilí-
cito, detener preventivamente al buque 8 9 . En esta misma línea, el 
Acuerdo agiliza el intercambio de informaciones y la comunicación 
entre las Partes al determinar el contenido mínimo de la solicitud 
de autorización, las autoridades competentes al respecto y permitir 
la comunicación verbal, sin perjuicio de que deba ser confirmada 
por escrito 9 0. 
Por lo demás, hay que destacar que el Acuerdo resulta muy 
cuidadoso en la regulación de las garantías o salvaguardias que 
deben observarse en la ejecución de las operaciones de abordaje e 
inspección, lo que no resulta sorprendente a la vista de que, como 
hemos señalado, el Acuerdo reconoce la intervención sobre bu-
ques con pabellón de los EEUU. Encontramos aquí una referencia 
al principio de la necesidad de no poner en peligro la seguridad de 
la nave sospechosa y la carga o de no perjudicar los intereses 
comerciales o jurídicos del Estado del pabellón o de cualquier otro 
Estado interesado que figura en la Convención de 1988, reco-
giéndose también la referencia contenida en el Acuerdo con Belice 
de conducir el abordaje y la inspección procediendo de confor-
midad con las leyes nacionales y regulaciones de las Partes y con 
el Derecho Internacional, así como con las prácticas aceptadas 
intemacionalmente 9 1. Más estricta resulta, sin embargo, la regula-
ción del uso de la fuerza en la medida en que se prohibe todo 
recurso a la misma, sin la específica autorización del Estado del 
pabellón 9 2 , resultando, en cambio, muy llamativa la laguna en 
tomo a las cuestiones que plantea la responsabilidad por los daños 
y perjuicios a los que pudiera dar lugar el desarrollo del Acuerdo. 
89. Arts. 2 y 4 . 
90. Arts. 2 y 3. 
91 . Art. 5. 
92. Art. 7. En este mismo sentido, hay que señalar que el Acuerdo se refiere a 
dos cuestiones que, como se verá, resultan particularmente sensibles en el marco 
del respeto a la Constitución de los EEUU, tales como el derecho a la intimidad en 
conexión con la inspección de las areas privadas de la nave (art. 6 en relación con 
la IV Enmienda) y el derecho a la protección jurisdiccional (art. 11 en relación con 
la V Enmienda). 
555 
M . I S A B E L L I R O L A D E L G A D O 
Por lo que se refiere al ejercicio de la jurisdicción por el 
Estado parte interviniente, el Acuerdo establece, en la misma línea 
que el adoptado con Belice, la necesidad de contar con la decisión 
expresa del Estado del pabellón, para lo cual se establece la obli-
gación de informarle con prontitud de los resultados del abordaje e 
inspección, teniendo en cuenta que si el Estado del pabellón refuta 
la matrícula aducida por la nave sospechosa, la Parte solicitante 
podrá proceder de acuerdo con el Derecho Internacional, como si 
la nave sospechosa no tuviese nacionalidad9 3. 
2. La práctica bilateral española. El Tratado entre el Reino de 
España y la República italiana para la represión del tráfico 
ilícito de droga en el mar 
a) Marco general y objetivos 
La práctica convencional española en materia de cooperación 
internacional contra el tráfico ilícito de drogas se ha visto conside-
rablemente incrementada en los últimos años, a través de la con-
clusión de una serie de Acuerdos destinados a facilitar el inter-
cambio de informaciones y la ayuda mutua en las investigaciones 
y procedimientos relacionados con la represión del tráfico ilícito de 
drogas 9 4 , en el que, desde una perspectiva general, cabría incluir 
el desarrollado por vía marítima. 
93. Arts. 8, 9 y 10. 
94. Acuerdo en materia de cooperación en materia de lucha contra la droga 
entre España y Marruecos, 21.1.1987, (BOE 212, 4.9.1987); Acuerdo en materia 
de cooperación en materia de lucha contra la droga entre España y Portugal, 
27.1.1987, (BOE 41, 17.2.1988); Acuerdo sobre prevención y represión del 
tráfico ilícito y el uso indebido de las drogas entre España y Gran Bretaña, 
26.6.1989, (BOE 299, 14.12.1990) aplicable también a Gibraltar (BOE 78, 
31.3.1992); Acuerdo sobre cooperación contra el tráfico ilícito de estupefacientes 
y sustancias sicotrópicas entre España y Turquía, 9.5.1990, (BOE 288, 
2.12.1991); Acuerdo sobre cooperación en la lucha contra el uso indebido y el 
tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas entre España y la URSS, 
26.10.1990, (BOE 281, 23.11.1990); Acuerdo sobre cooperación en materia de 
reducción de la demanda de drogas entre España y EEUU, 25.11.1991 (BOE 84 de 
8.4.1993). Resulta también de interés el RD 1176/1992 por el que se establece el 
registro de condenas por tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotró-
picas, dictadas por los Tribunales de los países hispano-luso-americanos (BOE 238 
de 3.10.1992). 
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No obstante, el único Acuerdo concluido hasta ahora para la 
realización específica de este objetivo es el Tratado entre el Reino 
de España y la República italiana para la represión del tráfico ilícito 
de droga en el mar, de 23 de marzo de 1990 9 5 que responde al 
deseo de las Partes de cooperar en los problemas suscitados 
por el tráfico ilícito de drogas por vía marítima, a los que éstas 
deben de hacer frente, principalmente, en el mar Mediterráneo, 
completando la regulación internacional vigente en el momento de 
su adopción 9 6. Sin embargo, a pesar de que el Acuerdo sigue en 
líneas generales el esquema de cooperación previsto por el art. 17 
de la Convención de 1988, la incorporación de ciertos elementos 
que suponen un avance sobre lo establecido en el plano general, 
permiten considerarlo como un modelo nuevo y potencialmente 
más eficaz para la cooperación internacional en esta materia 9 7. 
Así, y por lo que se refiere a las cuestiones generales relativas 
a los delitos sancionables y al ejercicio de la jurisdicción, siguien-
do la sistemática de la Convención de 1988, el Acuerdo establece 
en primer término la obligación de que cada una de las Partes tipi-
fique como delito una serie de hechos realizados a bordo de bu-
ques que consistan en "la posesión para su distribución, trans-
porte, transbordo, depósito, venta, fabricación o transformación 
de estupefacientes o sustancias sicotrópicas tal como son definidos 
en aquellos instrumentos internacionales que vinculan a las 
Partes" 9 8 . 
Ahora bien, al señalar que las Partes "castigarán" estos he-
chos, el Acuerdo establece la obligación de introducir medidas 
oportunas para ejercer la competencia, apartándose de la solución 
incorporada por la Convención de 1988 y en la línea en cambio del 
Acuerdo del Consejo de Europa de 1995; diferenciando, sobre 
esta base, entre la jurisdicción exclusiva de cada Parte en relación 
con los hechos cometidos en las propias aguas territoriales, zonas 
o puertos francos y la jurisdicción preferente del Estado bajo cuyo 
pabellón se encuentre el buque que ha cometido un delito fuera de 
95. Instrumento de ratificación de 9.2.1994 (BOE 108, de 6.5.1994). 
96. Considerando tercero que se refiere a la Convención de Viena contra el 
tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas y a la Convención de 
Ginebra de 29 de abril de 1958 sobre Alta Mar. 
97. Ver ADAM, R.: "La repressione del traffico di droga via mare in un recente 
trattato italo-spagnolo", La Comunitá Internazionale, 1992, p. 356. 
98. Art. 2 que incluye también "la tentativa, la frustración, la complicidad y 
el encubrimiento", desvinculando la comisión del delito del interés directo del 
Estado interviniente. 
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las aguas territoriales, toda vez que, como se verá, abre la posibi-
lidad de que éste renuncie a su jurisdicción". 
b) Mecanismos y Principios de cooperación 
Como señala el artículo 5 del Acuerdo, en el caso de sospecha 
fundada de realización de alguno de los hechos previstos en el 
artículo 2, cada Parte contratante reconoce a la otra el derecho a in-
tervenir en representación de la misma en las aguas que se encuen-
tren más allá del límite del propio mar territorial sobre los buques 
que enarbolen el pabellón del otro Estado 1 0 0 . Quiere ello decir que 
el Acuerdo ha optado por la superación del principio del consen-
timiento del Estado del pabellón -en la misma línea apuntada por 
algunos ejemplos de la práctica bilateral americana-, que supone la 
eliminación de la necesidad de la autorización previa y expresa del 
mismo como requisito para la actuación del Estado interviniente, 
pero, sin que esto suponga, como precisa esta misma disposición, 
una renuncia a las compentencias de policía que cada ordena-
miento recoge en relación a los buques que enarbolan su pabellón. 
Al respecto, el derecho de intervención reconocido por el Acuerdo 
se recoge con gran amplitud y precisión, incluyendo el ejercicio de 
esta competencia el "perseguir, bloquear y abordar el buque, veri-
ficar los documentos, interrogar a las personas que se encuentren 
a bordo y, si quedan fundadas sospechas, inspeccionar el buque, 
y en su caso, proceder al secuestro de la droga, al arresto de las 
personas implicadas y, si procede, conducir al puerto idóneo más 
cercano al buque", aunque esta operación conlleve la obligación de 
informar -antes si es posible o inmediatamente después- al Estado 
del pabellón 1 0 1. 
99. Art. 4. 
100. En relación con la significación de la referencia a "las aguas que se 
encuentren más allá del límite del propio mar territorial", ver ADAM: loe. cit., 
p. 364. En este sentido, hay que destacar que la Convención no establece ninguna 
referencia al principio del respeto a los derechos de los Estados ribereños, aunque 
sí una referencia genérica a que el derecho de intervención se llevará a cabo de 
acuerdo con las normas generales del Derecho Internacional. 
101. Art. 5, p.l y 2. Como apunta ADAM, esta referencia al "puerto idóneo 
más cercano al buque" que puede ser el de un tercer Estado, pudiera dificultar la 
realización de la cooperación judicial prevista en el Acuerdo {Ibidem, p.368). 
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c) Garantías. Salvaguardias mínimas 
En relación con las garantías y salvaguardias mínimas a las 
que debe ajustarse la aplicación del Acuerdo, éste incorpora el 
mismo principio establecido por el artículo 17 de la Convención de 
1988 en relación con la necesidad de no poner en peligro la 
seguridad de la vida en el mar, ni la del buque y la carga, y de no 
perjudicar los intereses comerciales y jurídicos del Estado del 
pabellón o de cualquier otro Estado interesado 1 0 2 , obviando, en 
cambio, la regulación expresa del uso de la fuerza que, como se ha 
visto, si recoge en cambio el posterior Acuerdo del Consejo de 
Europa de 1995, así como los ejemplos más recientes de la 
práctica americana. 
En cualquier caso, estas cuestiones se vinculan al tema de la 
responsabilidad por daños y perjuicios, aspecto en el que el 
Acuerdo opta por una solución que puede considerarse como la 
más efectiva de todas las hasta ahora examinadas, en la medida en 
que cada una de las Partes reconoce la competencia arbitral de la 
Cámara Internacional de Arbitraje de Londres 1 0 3. 
d) Ejercicio de la jurisdicción 
Por lo que se refiere al ejercicio de la jurisdicción, como ya se 
ha avanzado, el Acuerdo incorpora el concepto de la jurisdicción 
preferente del Estado bajo cuyo pabellón se encuentre el buque 
que ha cometido un delito fuera de las aguas territoriales 1 0 4, a la 
que éste puede renunciar a solicitud del Estado que hubiera llevado 
a cabo cualquiera de las medidas mencionadas relativas al derecho 
de intervención. En este sentido, parece concluirse que el Acuerdo 
estaría facilitando el ejercicio de la jurisdicción por el Estado 
interviniente, ya que contempla la posibilidad de la renuncia tácita 
del Estado del pabellón, si éste no contesta en un plazo determi-
nado, limitando, además, su discrecionalidad a través de la obliga-
ción de examinar la solicitud con buena fe y a la luz de una serie 
de criterios, como el lugar de la captura, la facilidad del acceso a 
las pruebas, la posible acumulación de procesos, la nacionalidad 
102. Art. 5. p. 4. 
103. Art.5, p. 4 in fine. 
104. Art. 4. 
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de los implicados y su residencia 1 0 5. Además, en el caso de que el 
Estado del pabellón renuncie al ejercicio de su jurisdicción se 
impone una obligación de colaboración y transmisión de las infor-
maciones y documentos de los que disponga 1 0 6. 
De esta manera, como apunta ADAM, el Acuerdo estaría 
recogiendo la tendencia a extender la superación de los obstáculos 
que el Derecho Internacional General establece para el ejercicio de 
los poderes de policía de los Estados sobre buques con pabellón 
extranjero, también al ejercicio de la jurisdicción penal, orientando 
el ejercicio de esta competencia hacia la cooperación judicial más 
eficaz 1 0 7. 
En conclusión, el análisis de las disposiciones del Tratado 
ítalo-español permiten efectivamente constatar que éste lleva a 
cabo una acertada flexibilización del principio del consentimiento 
del Estado del pabellón en el doble plano del ejercicio de compe-
tencias de policía y del ejercicio de la jurisdicción, estableciendo 
un mecanismo de cooperación amplio y eficaz entre las Partes para 
la represión del tráfico ilícito de drogas en alta mar. 
3. Valoración global de la práctica bilateral 
La práctica bilateral apuntada pone de manifiesto que, en tér-
minos generales, todos los Acuerdos examinados se enmarcan en 
una misma dinámica que busca alcanzar soluciones que permitan 
flexibilizar o incluso superar el consentimiento del Estado del 
pabellón, representando a este respecto el mayor avance la fórmula 
-recogida en algunos casos de la práctica americana y en el 
Tratado ítalo-español-, en relación con la cual el Acuerdo sirve 
105. Art. 6, p. 1, 2 y 4 que establece que la decisión de ejercer la jurisdicción 
deberá llegar a la Parte solicitante en el plazo de sesenta días a partir de la fecha de 
la recepción de la solicitud. 
106. Art. 6, p. 3. 
107. En palabras de este autor, "...II disegno pare lógico in un quadro di 
cooperazione in materia pénale: se la cattura del reo va facilitata allargandone la 
possibilitá al di la si quanto consentito dalle norme internazionali generali, la 
giurisdizione su di esso va coordinata in modo da evitare sia sovrapposizioni, che 
interferenze" (loc.cit., p. 371). En esta misma línea hay que destacar que el Acuerdo 
remite a los mecanismo de cooperación judicial establecidos en los Tratados 
internacionales que vinculen a las Partes (art. 7) así como a la consideración de las 
sentencias dictadas por los Tribunales de las Partes por los hechos contemplados 
en el Acuerdo a efectos de la reincidencia (art. 8). 
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como manifestación del consentimiento para el ejercicio de 
medidas coercitivas, eliminado la necesidad de solicitar 
autorización para poder intervenir en buques con pabellón de la 
otra Parte. 
En correspondencia con este aspecto, los Acuerdos más re-
cientes apuntan -en el marco del desarrollo de los principios 
recogidos por el art. 17 de la Convención de 1988- soluciones 
muy próximas en relación con la importancia que asignan al prin-
cipio de intercambio de informaciones entre las Partes, como 
medio de asegurar una comunicación fluida y eficaz entre las 
Partes con la que se compensen las amplias competencias que se 
reconocen al Estado interviniente. En esta misma línea de desa-
rrollo de los principios de la Convención de 1988 se enmarca la 
cuidadosa regulación de las salvaguardias mínimas, muy especial-
mente del uso de la fuerza, de la que los últimos Acuerdos con-
cluidos por los EEUU son una muestra a tener en cuenta. 
En relación con la práctica americana, hay además que des-
tacar el interés que representa el celebrado con Belice como ejem-
plo de Acuerdo concluido con Estados que no disponen de medios 
técnicos y económicos suficientes para realizar las necesarias 
actividades de control sobre los buques de su pabellón, - o incluso 
sobre buques con pabellón de terceros Estados-, en la medida en 
que parece altamente recomendable que las actuaciones sobre estos 
buques por otros Estados, como los EEUU, que sí están en condi-
ciones de ejercer dicho control, se reconduzca a Instrumentos 
Convencionales, en los que, en el marco de la regulación de los 
distintos aspectos apuntados, se asegure una cooperación equili-
brada y respetuosa. 
Por lo demás, la flexibilización del consentimiento se busca 
también en relación con el ejercicio de la jurisdicción penal, as-
pecto en el que las soluciones más avanzadas de la práctica bila-
teral, apuntan hacia fórmulas que permitan una renuncia tácita del 
Estado del pabellón en favor del Estado que ha llevado a cabo las 
medidas coercitivas. Ahora bien, como pone de manifiesto, el 
Acuerdo ítalo-español, para que esta renuncia resulte operativa, 
tiene que completarse con otras medidas destinadas a facilitar la 
cooperación judicial entre las Partes. 
Se pone así de manifiesto como es precisamente el plano 
bilateral el que mejor permite una serie de avances y desarrollos 
tendentes a flexibilizar y superar el principio del consentimiento 
del Estado del pabellón; que además del valor que encierran en sí 
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mismos en aras a una cooperación más efectiva en la represión del 
tráfico de drogas, podrán facilitar el desarrollo de una práctica ca-
paz de modular, en esta línea, nuevas normas de Derecho Interna-
cional General en la materia, y en cuya formación también hay que 
tener en cuenta la práctica unilateral, de cuyas manifestaciones, en 
relación con España y los EEUU, se examinan a continuación 
algunas tendencias. 
IV. ALGUNAS TENDENCIAS DE LA PRÁCTICA ESTATAL 
UNILATERAL 
A. La actividad de los EEUU en la represión del 
tráfico ilícito de drogas en alta mar. Aspectos 
jurídico-internacionales 
1 . Disposiciones legislativas y aplicación jurisprudencial 
a) El establecimiento de la competencia extraterritorial de los 
EEUU para la represión del tráfico ilícito de drogas en 
alta mar 
Los antecedentes legislativos más inmediatos de la vigente 
"Maritime Drug Enforcement Act" (MDEA) 1 0 8 , se remontan a la 
adopción por el Congreso en 1970 de la "Comprehensive Drug 
Abuse Prevention and Control Act" 1 0 9 con la que se unificó y sus-
tituyó una serie de disposiciones anteriores en materia de represión 
del tráfico ilícito de drogas. Debido a un lapsus del legislador, esta 
disposición no llegó a prohibir directamente el tráfico ilícito de 
drogas en alta mar por lo que, en el caso de apresamiento por este 
motivo de un buque sometido a la jurisdicción de los EEUU 
-normalmente un buque de recreo o de uso no comercial-, la 
tripulación sólo podía ser objeto de acusación ante los tribunales 
108. Maritime Drug Enforcement Act, 46 U.S.C. app. && 1901-1904 (1988). 
109. Comprehensive Drug Abuse Prevention and Control Act, Pub.L.No.91-
513, 84 Stat. 1236 (1970). A este respecto, hay que tener en cuenta la creación en 
1973 de la "Drug Enforcement Administration" (DEA), como una agencia federal 
con competencias en materia de investigación, vigilancia y control de la 
legislación americana anti-droga. 
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americanos si se podía probar que intentaba o "conspiraba" intro-
ducir ¡legalmente la droga en el territorio de los EEUU 1 1 0 . 
Para remediar los problemas de orden procesal que generaba 
esta situación, en 1982 el Congreso adoptó la "Marijuana on the 
High Seas Act" (MHSA) con la que se prohibía expresamente la 
posesión ilícita de estupefacientes por cualquier persona en un 
buque sometido a la jurisdicción de los EEUU en alta mar o en las 
"customs waters" de los EEUU, eliminando la necesidad de pro-
bar la intención de introducir ilegalmente la droga en el territorio 
de los Estados Unidos y estableciendo expresamente la competen-
cia extraterritorial de los EEUU para estos supuestos 1 1 1. 
En la medida en que la aplicación de esta disposición seguía 
suscitando ciertas dificultades interpretativas en relación a los 
buques "sometidos a la jurisdicción de los EEUU" y ante la con-
tinua y cada vez creciente introducción ilegal de drogas por vía 
marítima a través de buques de pabellón extranjero o de buques 
sin nacionalidad, se procedió a promulgar la actual "Maritime 
Dmg Enforcement Act" por la que se amplió de forma específica el 
ejercicio de la competencia de los EEUU en materia de represión 
del tráfico ilícito de drogas en alta mar a varias categorías de 
buques entre los que se incluyen los buques sin pabellón y 
los buques con pabellón extranjero en relación con los cuales 
concurra el consentimiento del Estado del pabellón 1 1 2 que puede 
110. La referencia a una "conspirancy to import illegal narcotics into the 
United States" suponía, como señala STIEB, "to establish the difficult-to-prove 
element of intended territorial effects (intent to distribute in the United 
States)...All too often, the Coast Guard, unable to prove intent to distribute in the 
United States, could confiscate the vessel and drugs but could not prosecute the 
crew... ", ("Survey of United States Jurisdiction over High Seas Trafficking", 
Georgia Journal of International and Comparative Law, 1989, pp. 119-120. 
111. Marijuana on the High Seas Act (MHSA), 21 U.S.C.& 955 (a) (1980). 
Hay que tener en cuenta que en virtud de la sección 955(c) y de la 19 USC 1401 (j), 
las "custom waters" de los EEUU se extienden más allá del mar territorial cuando 
exista un acuerdo especial entre los EEUU y el Estado del pabellón del buque 
concernido. Sobre esta disposición y entre una muy abundante literatura, entre 
otros, LEWIS , S.: "The Marijuana on the High Seas Act: Extending U.S. 
Jurisdiction Beyond International Limits", The Yale Journal of World Public Order, 
1982, pp. 359 y ss.; ANDERSON, A.: "Jurisdiction over Stateless Vessels on the 
High Seas: an Appraisal Under Domestic and International Law", Journal of 
Maritime Law and Commerce, 1982, pp. 323 y sigs. y SORENSEN, C : "Drug 
Trafficking on the High Seas: A Move Toward Universal Jurisdiction Under 
International Law", Emory International Law Review, 1990, p. 211. 
112. Como señala la 46 U.S.C., Sec. 1903 (c) "a vessel subject to the 
jurisdiction of the United States' includes- (A) a vessel without nationality; (B) a 
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obtenerse en el marco de un Tratado existente o de forma ad hoc, 
recurriendo incluso a procedimientos informales de manifestación 
del mismo 1 1 3 . 
Así, a través de un proceso de evolución legislativa como el 
descrito, los EEUU han procedido a tipificar y sancionar en su 
ordenamiento jurídico el tráfico ilícito de drogas en alta mar, esta-
bleciendo el ejercicio extraterritorial de su competencia coercitiva y 
jurisdiccional sobre buques que estarían fuera del ámbito de la 
misma, es decir, los buques sin pabellón o con pabellón ex-
tranjero; teniendo en cuenta que, si el ejercicio extraterritorial de 
competencias de los EEUU sobre buques con pabellón extranjero 
en los términos señalados no parecería, en principio, contrario al 
Derecho Internacional del mar existente, la legislación americana 
estaría favoreciendo un debilitamiento del principio de la 
exclusividad de jurisdicción del Estado del pabellón del buque. 
vessel assimilated to a vessel without nationality in accordance with paragrap (2) 
of article 6 of the 1958 Convention on the High Seas, (C) a vessel registered in a 
foreign nation where the flag nation has consented or waived objection to the 
enforcement of United States law by the United States; (D) a vessel located within 
the customs waters of the United States; and (E) a vessel located in the territorial 
waters of another nation, where the nation consents to the enforcement of United 
States law by the United States. Sobre esta disposición, entre otros, NEUMAYR, 
M.:"Maritime Drug Law Enforcement Act: An Anaysis", Hastings International 
and Comparative Law Review, 1988, pp. 493 y ss. 
113. En este sentido, siguiendo la práctica anterior existente, esta misma 
disposición establece que "...Consent or waiver of objection by a foreign nation 
to the enforcement of United States law by the United States...may be obtained by 
radio, telephone, or similar oral or electronic means, and may be proved by 
certification of the Secretary of State or the Secretary's designee...". 
Con todo, hay que tener en cuenta en este punto la discutida práctica de la 
Guarda de Costas americana del "consensual boarding", en relación con la cual la 
visita a los buques sospechosos en alta mar se realiza con el consentimiento del 
capitán, y sólo se solicita el consentimiento del Estado del pabellón si resultan 
necesarias otro tipo de medidas como el apresamiento. Como cita GILMORE esta 
práctica aparece recogida en el The Commander's Handbook on the Law of Naval 
Operations, NVWP 9 Rev. A, FMFM 1-10, Department of the Navy, Washington, 
DC, 1989, pp. 3-9 y, aunque no ha recibido mucha atención en el ámbito 
convencional, si habría sido recogida en el art. 9 del "Agreement between the 
Government of Belize and the Government of the United States...", cit. (ver al 
respecto "Narcotics Interdiction...", loc.cit., 1996, p. 7). 
564 
L A R E P R E S I Ó N D E L T R Á F I C O I L Í C I T O D E D R O G A S E N A L T A M A R 
b) La incorporación de los principios de protección de 
intereses y de universalidad en la jurisprudencia de los 
Tribunales americanos 
Por lo que se refiere a la jurisprudencia de los Tribunales 
americanos en esta materia, con independencia de las cuestiones 
de Derecho interno que puedan suscitarse 1 1 4, su interés en relación 
con la represión del tráfico ilícito de drogas en alta mar radica en 
los principios competenciales de Derecho Internacional con los 
que se ha justificado el ejercicio extraterritorial de la jurisdicción 
sobre los buques sin nacionalidad o con pabellón extranjero 1 1 5. 
A este respecto, aunque esta jurisprudencia no se ajusta a unos 
criterios uniformes, como correponde, por otra parte, a un sistema 
jurídico tan complejo como el americano, estaría poniendo de ma-
nifiesto una evolución, en la que el proceso legislativo apuntado 
ha incidido en la utilización de un principio territorial objetivo, 
abriendo paso al recurso a los principios de universalidad y pro-
tección de intereses 1 1 6. 
En este sentido, el ejercicio de jurisdicción de los Tribunales 
americanos sobre buques sin nacionalidad por supuestos de tráfico 
ilícito de drogas en alta mar se había venido justificando a través 
del principio territorial objetivo 1 1 7 ; sin embargo, al eliminar la 
114. Cuestiones que se refieren principalmente a la aplicación de la IV y V 
Emnienda de la Constitución americana, ver, entre otros, NEWLAND, L.:"Searches 
and Seizures at Sea. Trying to Balance Governmental Interest Against the Fourth 
Amendment", Tulane Maritime Law Journal, 1992, pp. 325-327 y STUART, L.:"The 
Third Circuit Sinks Due Process Limits on the Maritime Drug Law Enforcement 
Act: United States v. Martinez-Hidalgo", Tulane Maritime Law Journal, 1994, p. 
407 y sigs. 
115. Estos principios competenciales de naturaleza consuetudinaria son el 
principio de nacionalidad, pasivo, territorial, de protección de intereses y de 
universalidad (Harvard Research in International Law, AJIL, sup. 435, 1935). 
116. El principio territorial objetivo permite el ejercicio de jurisdicción 
sobre actos que se consuman o bien que tienen efectos directos o indirectos en el 
territorio del Estado que la ejerce. De acuerdo con el principio de protección de 
intereses, el Estado puede ejercer jurisdicción sobre actos cometidos fuera de su 
territorio por parte de personas que no son sus nacionales y que van dirigidos 
contra la seguridad del Estado o contra intereses del Estado. El principio de 
universalidad establece la competencia del Estado en relación con ciertos delitos 
que atenían a los intereses esenciales de la Comunidad internacional en su 
conjunto. 
117. En el marco jurídico anterior a la MHSA, ver entre otras, US. v. Cortes, 
(588 F.2d. 106 (1979); US.v. May May, 470 F. Supp. 384 (1979); US. v. Egan, 
501 F. Supp. 1252 (1980). 
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MHSA la necesidad de demostrar el "efecto territorial" del tráfico 
ilícito de drogas en alta mar sobre los EEUU, se propició que la 
jurisprudencia, al considerar a los buques sin pabellón dentro del 
ámbito de los "buques sometidos a la jurisdicción de los EEUU", 
se inclinase por la justificación del ejercicio de la aplicación extra-
territorial de la competencia sobre el buque, en función de la 
propia condición de éste como "buque sin nacionalidad", pres-
cindiendo de la consideración de un nexo entre la conducta delic-
tiva y los EEUU 1 1 8 . Esta situación ha dado lugar a que, en oca-
siones, los Tribunales americanos se hayan referido, bien a un 
principio de universalidad 1 1 9, bien a una aplicación expansiva del 
principio de protección de intereses, entendiendo que el tráfico de 
drogas representa una amenaza específica para la seguridad de los 
EEUU 1 2 0 . 
118. Entre otras, US. v. Bario, 566, F. 2d. 395 (1983); US. v. Martinez, 700, 
F. 2d. 1385 (1983); en relación a un buque a 350 millas de los EEUU; US. v. Stuart-
Caballero, 686 F.2d 980 (1982); ; US. v. Pinto-Mejia, 720, F. 2d 248 (1983); US. 
v. Del Prado Montero, 740 F. 2d 113 (1984); US. v. Alvarez-Mena 765 F 2d 1259 
(1985). 
1 19. Entre otros, US. v. Marino-Garcia y US. v. Cassalins-Guzman, 679 F. 
2d. 1357 (1982), US. v. Smith, 680 F. 2d 255 (1982). Más recientemente, US. v. 
Martinez-Hidalgo, 993 F. 2d 1052, (1993), cert, denied, 114 S. Ct. 699 (1994). 
Esta línea jurisprudencial ha sido objeto, sin embargo, de muchas críticas por la 
propia doctrina americana, especialmente en el supuesto en que el apresamiento del 
buque se haya producido a una distancia muy considerable del territorio americano, 
ya que, aun reconociendo que el estatuto de un buque sin pabellón le priva, con-
forme al Derecho Internacional de privilegios y protección, consideran que de ello 
no se concluye que la tripulación del buque quede expuesta al ejercicio de una com-
petencia universal por el mero hecho de que viajen en un buque "sin nacionalidad ". 
Teniendo en cuenta que se trata de supuestos en los que los buques apresados se 
encontraban en el momento de la detención a 300, 400 o 500 millas de las costas 
americanas, estos autores señalan que la aplicación de la legislación americana 
exige un nexo suficiente entre la actividad ilícita y los EEUU. Cf., entre otros, 
VÉLEZ RODRÍGUEZ, E.: "La persecución de narcóticos en alta mar: su efecto sobre los 
principios jurisdiccionales del Derecho Internacional", Revista Jurídica de la 
Universidad interamericana, 1985, p. 406; TOUSLEY, M.:"United States Seizure of 
Stateless Drug Smuggling Vessels on the High Seas: Is It Legal?", Case Western 
Reserve Journal of International Law, 1990, p. 388.; STUART: loc. cit., pp. 412-
413. Por estas razones, en algunos casos, como US. v. Juda, 797 F. Supp. 774 
(1992), el tribunal, aun refiriéndose a un principio de universalidad, matiza la nece-
sidad de un "sufficient nexus" con los EEUU. 
120. En otros, US. v. Ricardo, 619 F. 2d. 1124 (1980), US.v Angola, 514 F. 
Supp. 933 (1981); US. v. Newball, 525, F. Suppl. 715 (1982), aunque la apli-
cación de este principio se haya matizado con la exigencia de un "reasonable 
nexus", en casos como US. v. James-Robinson, 515 F. Supp. 1340 (1981), en el 
que el tribunal rechazó la jurisdicción sobre la tripulación de un buque sin nació-
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2. Valoración juridico-internacional 
A la luz del examen realizado parece poder concluirse que, en 
términos generales, la práctica americana relativa al ejercicio de 
competencias de los EEUU sobre buques con pabellón extranjero 
se adecúa a las normas de Derecho Internacional del Mar vigentes 
en esta materia, aunque apunte ciertas tendencias modificativas de 
las mismas. Desde esta perspectiva, la tipificación y sanción por la 
MDEA de conductas relativas al tráfico ilícito de drogas en alta 
mar así como el establecimiento de competencias para conocer 
sobre los delitos de esta naturaleza cometidos en buques con 
pabellón extranjero se ajusta a las obligaciones que, como hemos 
visto, establece la Convención de 1988, de la que los EEUU son 
Parte. 
nalidad que se había apresado a 400 millas de los EEUU, argumentando que este 
principio no podía extenderse hasta el punto de alcanzar un supuesto de tales 
características. 
121. Entre otros. U.S. v. Postal, 589 F. 2d 862, (1979), cert, denied, 444 
U.S. 1135 (1982) ; US. v. Cadena., 585 F.2d 1252 (1978), cer. denied, 457 U.S. 
1135 (1982). En el asunto Postal, el Tribunal consideró, en aplicación de la 
doctrina Ker-Frisbie que el que el apresamiento hubiera tenido lugar en violación 
del art. 6 de la Convención sobre alta mar de 1958, no le privaba de jurisdicción a 
la vista del carácter no self-executing de esta disposición, (RIESENFELD, S.: "The 
Doctrine of Self-Executing Treaties and U.S. v. POSTAL: Win at Any Price?", AJIL, 
1980, p.894). 
122. Entre otros, US v. Wright-Barker, 784 F. 2d 161 (1986); ; US v. 
Peterson, 812 F. 2d 486 (1987); US v. Biermann, 678 F. Supp. 1438 (1988); US 
v. Potes, 880 F. 2d 1475 (1989); US v. Aikens, 685 F. Supp. 732 (1990); US. v. 
Davis, 905 F. 2d (1990), cert, denied, 498 U.S. 1047 (1991). 
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La jurisprudencia americana tampoco resulta uniforme en sus 
consideraciones sobre los buques con pabellón extranjero. Así, a 
pesar de que se ha llegado a justificar el apresamiento y posterior 
ejercicio de la jurisdicción sobre éstos en ausencia del consenti-
miento del Estado del pabellón 1 2 1, la práctica jurisprudencial ame-
ricana más general en esta materia se centra en el principio del 
consentimiento del Estado del pabellón. Ahora bien, ello no im-
pide que, en la fundamentación del ejercicio de jurisdicción penal 
sobre estos buques, se aprecia también una tendencia de los Tribu-
nales americanos a referirse a los principios de universalidad y de 
protección de intereses 1 2 2. 
M . I S A B E L L I R O L A D E L G A D O 
La práctica americana pone de manifiesto, sin embargo, los 
riesgos que puede plantear, desde la perspectiva del respeto al 
ordenamiento jurídico internacional, la adopción de medidas unila-
terales orientadas de forma principal a la exclusiva protección de 
intereses nacionales, tal como evidencian los supuestos en los que 
el derecho de visita y posterior apresamiento del buque se han 
llevado a cabo sin el consentimiento del Estado del pabellón o los 
casos en los que el consentimiento del Estado del pabellón se ha 
solicitado con posterioridad al ejercicio del derecho de visita y al 
apresamiento del buque, que nos situarían ante un acto ilícito que 
podría dar lugar a responsabilidad internacional 1 2 3. 
Desde ahí, en todo caso, la práctica examinada evidencia una 
clara y repetida tendencia, tanto del legislador como de la juris-
prudencia a considerar el tráfico ilícito de drogas en alta mar como 
una actividad sometida a un principio de universalidad 1 2 4. Y a este 
respecto, aunque la falta de objeción por parte de los Estados afec-
tados podría ser indicativo de un reconocimiento en torno al 
ejercicio de competencias de los EEUU sobre buques extranjeros 
con base en este principio de universalidad 1 2 5, lo cierto es que éste 
se presenta únicamente como un tendencia que no alcanza a 
derogar la necesaria adecuación de la práctica americana al prin-
cipio del consentimiento del Estado del pabellón y al recurso a 
123. Con independencia, que desde el punto de vista del Derecho interno la 
existencia de una violación del Derecho internacional no excluya la jurisdicción 
del tribunal nacional que entiende del caso como establece la MDEA (46 U.S.C., 
Sec. 1903, (d) Claim of failure to comply with international law; jurisdiction of 
court). 
124. Además de la jurisprudencia citada, la MDEA, sec. 1902, señala expresa-
mente que "The Congress finds and declares that trafficking in controlled 
substances abroad vessels is a serious international problem and is universally 
condemned. Morever, such trafficking presents a specific threat to the security and 
societal well-being of the United States". Como se ha señalado desde la doctrina, 
de esta manera se estaría apuntando hacia una forma "híbrida" de jurisdicción "... 
somewhere between protective and universal/representional, on behalf of coastal 
and flags states which are unable to police effectively their vessels or coastal 
waters" (Ver CAMERON, I.: The Protective Principle of International Criminal 
Jurisdiction, Dartmouth, Aldershot, 1994, p.291 y BLAKESLEY, L.: A Comparative 
Study on International Law, Its Nature, Role and Impact in Matters of Terrorism, 
Drug Trafficking, War and Extradition,Transnational, New York, 1992, p. 165). 
125. En este sentido, ANDERSON:/OC. cit., p. 329-332, recuerda el paralelismo 
existente entre la extensión de la jurisdicción en alta mar por tráfico ilícito de 
drogas y la extensión de las competencias de los Estados sobre otros espacios 
marítimos. 
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mecanismos de cooperación internacional para obtener la dero-
gación del mismo 1 2 6 . 
B) España y la lucha contra el tráfico ilícito de 
drogas en alta mar. Cuestiones legislativas y 
jurisprudenciales 
El ordenamiento jurídico español tipifica y sanciona el tráfico 
ilícito de drogas en los art. 368 y sigs. del Código Penal 1 2 7 , con-
cluyéndose la aplicación extraterritorial de estas disposiciones del 
art. 23, 4, f) de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece la 
jurisdicción española para conocer de los hechos cometidos por 
españoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de 
tipificarse según la ley penal española como tráfico ilegal de 
drogas sicotrópicas, tóxicas y estupefacientes, en aplicación de un 
principio de universalidad 1 2 8. 
126. Además de las protestas por parte de alguno de los Estados afectados por 
el apresamiento de buques de su pabellón sin su previo consentimiento, como 
Colombia, (ver The National Law Journal, 10.10.1994, p. 6), esta tendencia se 
critica desde la propia doctrina americana que señala que tanto la Convención sobre 
Derecho del Mar de 1982 como los instrumentos posteriores han optado por favo-
recer la cooperación (TOUSLEYI/OC. cit., p.399). En esta misma línea, la codifi-
cación no oficial que representa el Restatement (Third), al referirse al apartado 
relativo al "Enforcement Jurisdiction over Foreign Ships on High Seas" se remite a 
lo dispuesto en los artículos 8, 9 y 22 de la Convención de 1958 sobre Alta Mar y 
95, 96 y 110 de la Convención de 1982 y, aun refiriéndose en el comentario a 
dichas disposiciones a la mencionada práctica del "consensual boarding", señala 
que, si bien se aprecia una tendencia para extender la aplicación de un principio de 
universalidad al tráfico ilícito de drogas, incluso Estados como los EEUU que 
..."strongly condemn such traffic..." sólo toman medidas en el alta mar contra los 
buques sospechosos cuando no tienen pabellón o se asimilan a un buque de esta 
condición o cuando se ha obtenido el consentimiento del Estado del pabellón para 
visitar, inspeccionar y apresar al buque. (THE AMERICAN LAW INSTITUTE: Restate-
ment of the Law. (Third) The Foreign Relations Law of the United States, American 
Law Institute Publishers, St. Paul, 1987, vol. 2, & 522, C. (d). 
127. LO 10/1995 de 23 de noviembre (BOE, 24 de noviembre de 1995). Con 
anterioridad, la LO 8/1992 de 23 de diciembre ya había introducido ciertas modi-
ficaciones en el Código Penal para adaptar el ordenamiento jurídico español a la 
Convención de NU de 1988. 
128. A este respecto, hay que señalar que el TS se ha referido al principio de 
universalidad en relación con delitos relativos al tráfico ilícito de drogas en 
distintas ocasiones, así, entre otras, en sentencia de 25 Mar. 1987 (La Ley, 1987-
3, p. 121), este Tribunal señaló que "la simple posesión o tenencia, al resultar 
569 
M . I S A B E L L I R O L A D E L G A D O 
Haciendo uso de las competencias que se desprenden de este 
marco normativo, los Tribunales españoles han debido pronun-
ciarse, cada vez con mayor frecuencia, acerca de la legalidad de 
los apresamientos de buques sin pabellón o con pabellón extran-
jero realizados en alta mar por las autoridades españolas en el 
desempeño de sus funciones de vigilancia y control, teniendo en 
cuenta además que España, aunque no ha ratificado la Convención 
sobre Derecho del Mar de 1982, es parte del Convenio de Ginebra 
sobre la alta mar de 1958 1 2 9 . A este respecto y, en relación con los 
buques sin pabellón, la Audiencia Nacional se pronunció en 
sentencia de 15 de septiembre de 1995, acerca de la adecuación al 
Derecho Internacional del apresamiento del buque "Rand" en 
"aguas internacionales" del Atlántico en cumplimiento del auto 
dictado por el Juzgado Central de Instrucción 1 3 0. 
preordenada al tráfico, atenta contra la salud pública colectiva por la nocividad y 
peligrosidad de dichas sustancias y el riesgo o peligro abstracto derivado de su 
difusión...sin necesidad de razonar que el tráfico tenía España como destino final 
por el principio de universalidad o comunidad de intereses..."( en el mismo sentido 
la sta. de 6 Jul. 1990, La Ley, 1990-4, p.691). Sobre el principio de justicia 
universal y su reconocimiento en el Derecho español, ver, DÍEZ SÁNCHEZ, J.J., 
El Derecho Penal Internacional, Colex, Madrid, 1990, pp. 195 y sigs. 
129. Parece sin embargo que el gobierno ha procedido a remitir la 
Convención de 1982 a las Cortes para su autorización. Por lo demás, España ha 
firmado el "Acuerdo relativo a la aplicación de la Parte XI de la Convención sobre 
Derecho del Mar", declarando que la firma será ad referendum y además sujeta a 
ratificación, en virtud de lo dispuesto en el art. 4, p. 3, b), y de conformidad con 
los trámites establecidos al efecto en el ordenamiento jurídico español. Por otra 
parte, en virtud de lo dispuesto en el art. 7 del Acuerdo, España comunicará, en el 
momento oportuno, la decisión correspondiente respecto a su consentimiento para 
la aplicación provisional del Acuerdo (Boletín del Derecho del Mar, Número 
Extraordinario IV de 16.11.1994, p. 44). 
Desde el punto de vista procesal interno, hay que tener en cuenta lo dispuesto 
en el art. 561, p.l de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que supedita la entrada y 
registro en los buques mercantes extranjeros a la autorización del Capitán, o si éste 
la denegare a la del Cónsul de su nación. 
130. Señala la AN que "La realidad no es otra que el barco navegaba por aguas 
internacionales careciendo de bandera y por tanto, a tenor de lo que se desprende del 
núm. 2 del artículo 6 de la Convención de Ginebra de 1958 tenía que ser 
considerado como un buque sin nacionalidad, sin que pudiera ampararse pues en la 
jurisdicción de algún Estado, cumpliendo rigurosamente los funcionarios del 
Servicio de Vigilancia Aduanera con lo que de forma tan correcta se les ordenaba en 
el mencionado auto: proceder al abordaje, ocupación y detención en aguas 
internacionales, si el barco careciera de pabellón" (Fundamentos de Derecho, 
Décimo). 
En esta misma línea, este Tribunal había conocido en sentencia de 10 de julio 
de 1993, sobre el apresamiento del buque "Bongo" que navegaba sin pabellón en 
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De la misma forma y por relación a los buques con pabellón 
extranjero, este mismo Tribunal ha establecido en sentencia de 28 
de julio de 1995, la conformidad con el Derecho Internacional del 
apresamiento en alta mar al sur de cabo San Vicente del buque 
"Mar Tere" con pabellón de Panamá, previa petición de autori-
zación suficiente por vía telefónica a través de la Dirección General 
de Asuntos Consulares a la Embajadora de Panamá 1 3 1 . A este res-
pecto, la jurisprudencia citada pone de manifiesto la preocupación 
de nuestros Tribunales en el respeto a las normas internacionales 
de Derecho del Mar de las que España es parte, y consiguiente-
mente del principio de la jurisdicción exclusiva del Estado del 
aguas internacionales del Atlántico con doble documentación hondurena y colom-
biana, sin que el capitán de la nave negase autorización para que fuese registrada ni 
exhibiese documentación acreditativa de la nacionalidad del barco. En este 
supuesto, la AN consideró que sería de aplicación la Convención de Ginebra de 
1958 y la de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias sicotrópicas de 1988, señalando que "partiendo de ese desconocimiento 
de nacionalidad, la inspección del buque (previamente acordada...por el juez 
competente...con arreglo a los arts. 23.4 f) y 65.1 9. e LOPJ...) aparece amparada 
en el art. 17 de la Convención de 1988 (como lo estaría por los arts. 108 y 110 de 
la Convención de 1982)" (Fundamentos de Derecho. Sexto). 
131. A este respecto, la AN señaló que "También se pretende conculcación de 
derechos fundamentales en el abordaje y detención del buque "Martere". Recor-
demos que este buque tripulado y capitaneado por miembros de una organización 
dedicada al tráfico en grandes cantidades de cocaína, carente de la más mínima 
documentación exigible...en un principio fue el buque "Lilly Tower"...bajo 
pabellón danés...luego el "Martere" bajo pabellón de Panamá, y en el momento de 
producirse la actuación de la dotación de presa navegaba sin enarbolar pabellón 
alguno...En contraposición con tanta falacia...la dotación de presa aborda el 
barco..., que actúa en cumplimiento de un mandato judicial...previa petición de 
autorización suficiente de la Autoridad de Panamá, de conformidad con el artículo 
561 de la Ley de Enjuiciamiento criminal...Nada se opone a que la autorización de 
Panamá fuese verbal, y dadas las circunstancias de ausencia de pabellón en el buque 
y repetidos cambios de nombre del mismo, resulta difícil concretar que nación y 
bandera amparaban la irregular situación" (Fundamentos de Derecho. Primero). 
Por lo demás, hay que destacar la vinculación con el delito de contrabando 
(regulado por la L012/1995, de 12 de diciembre de represión del contrabando (BOE 
297 de 13.12.1995), art. 2, p. 3, a.), en el sentido apuntado por el Tribunal de que 
"La actuación de los acusados no sólo ha lesionado un bien jurídico protegido, la 
salud pública, sino que también ha atentado contra otros, como la obligación del 
Estado, intemacionalmente asumida, de evitar que drogas estupefacientes y sus-
tancias sicotrópicas lleguen a tener libre circulación en territorio español" (Funda-
mento de Derecho, Decimotercero). 
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pabellón, sin silenciar las dudas que pueden suscitar otros casos 
pendientes 1 3 2. 
En todo caso, la práctica española evidencia la necesidad de 
flexibilizar los mecanismos de obtención de dicho consentimiento, 
acudiendo a modos de manifestación no formales del mismo, así 
como el interés de intensificar la cooperación en materia de repre-
sión de tráfico de drogas por vía marítima con otros Estados 
afectados 1 3 3 Desde esta perspectiva, parece que estos objetivos se 
verían más adecuadamente satisfechos a través del desarrollo de 
los principios y procedimientos de cooperación apuntados en el 
plano del ámbito convencional, bien multilateral o bilateral. 
V. CONSIDERACIONES FINALES 
El examen realizado en este estudio pone de manifiesto, en 
primer término, la necesidad de situar la represión del tráfico ilícito 
de drogas en alta mar dentro del marco más general de la lucha 
contra el uso indebido, la producción y el tráfico ilícito de drogas, 
al que se orientan las actividades de fiscalización que llevan a cabo 
las Organizaciones internacionales y los Estados, así como de la 
adopción de medidas destinadas a favorecer el desarrollo alter-
nativo y sostenible de los Estados productores y de tránsito. En 
efecto, las actividades de control, inspección y sanción del tráfico 
ilícito de drogas representan sólo un aspecto parcial de un pro-
blema de más amplias dimensiones, que requiere un enfoque glo-
bal y su consideración en el respeto estricto al principio de respon-
sabilidad compartida, como único capaz de asegurar, en función 
de los distintos factores económicos y políticos en juego, los 
132. Entre otros, están pendientes de resolución judicial los asuntos relativos 
al apresamiento en el Atlático del buque mercante con bandera de las Antillas 
Holandesas "Zwanet" con una tonelada de cocaína (EFE, 21.08.1994) y el apresa-
miento a 3.000 km de las Islas Canarias del buque petrolero de bandera panameña 
"Archagelos" con 4.000 kilos de cocaína (EFE. 07.02.1995). 
133. En este sentido, el apresamiento el 13.4.1996 del buque de bandera 
portuguesa "Clarinha" a cuarenta millas del cabo San Vicente por una patrullera del 
Servicio de Vigilancia Aduanera con el apoyo de dos patrulleras de la marina portu-
guesa que fue conducido al puerto de Lisboa. De ahí el interés de que España sea 
Parte del Acuerdo del Consejo de Europa de 1995. 
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diferentes intereses y perspectivas de los Estados productores, de 
tránsito y consumidores 1 3 4. 
Todo ello, sin perjuicio de que, a la vista de las dimensiones 
que este tráfico está alcanzando y de sus repercusiones para la 
Comunidad Internacional en su conjunto, pueda en determinados 
supuestos de particular gravedad y dimensión transnacional vincu-
larse a la cuestión relativa a la responsabilidad internacional del 
individuo y a su sanción como un crimen internacional (crimen 
contra la Humanidad) a través de un mecanismo jurisdiccional de 
esta naturaleza 1 3 5. 
Partiendo de estos presupuestos generales, aun sin discutir 
que el objetivo final a alcanzar pueda ser la consideración del 
tráfico de drogas como una excepción a la jurisdicción del Estado 
134. Tal como ha señalado la Asamblea General en su "Resolución 48/12, de 
9.11.1993, relativa a las medidas para fortalecer la cooperación internacional 
contra la producción, venta, demanda, tráfico y distribución ilícita de narcóticos y 
sustancias sicotrópicas y otras actividades relacionadas" (Doc. AIRESI48I12). 
135. A iniciativa de la Comisión de Derecho Internacional en su 41 2 período 
de sesiones, el Relator especial, Doudou THIAM presentó un proyecto de dispo-
sición sobre el tráfico internacional de estupefacientes que se incluyó como un 
Crimen contra la Humanidad en el art. X del "Proyecto de código de crímenes contra 
la paz y la seguridad de la humanidad" aprobado provisionalmente por la Comisión 
en su 42 s período de sesiones. Como se señala en el comentario a esta disposición, 
"...Al tipificar el tráfico ilícito de estupefacientes como un crimen contra la 
humanidad, la Comisión ha querido poner de relieve el peligro que ese fenómeno 
representa para toda la humanidad y hacer hincapié en que no sólo atenta contra el 
orden público del país en que tiene lugar, sino también contra la Comunidad 
Internacional..." ("Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor 
realizada en su 42 2 período de sesiones", Doc. A/45/10, p. 32). En el "13 2 Informe 
del relator especial" en el que se ha limitado la lista de infracciones a aquellas cuyo 
carácter de crímenes contra la paz y la seguridad difícilmente pudieran ponerse en 
tela de juicio, el tráfico ilícito de estupefacientes figura en el art. 25 (ver en 
"Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su 
47 2 período de sesiones", Doc. A/50/10, p. 69). 
El tráfico ilícito de estupefacientes se ha considerado también en el ámbito de 
la competencia de un Tribunal penal internacional ("Informe de la Comisión de 
Derecho Internacional sobre la la labor realizada en su 43 e período de sesiones", 
Doc. A/46/10, p. 232 y 269, Informe de la Comisión de Derecho Internacional 
sobre la labor realizada en su 44Q período de sesiones, Doc. A/47/10, p. 19 e 
"Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su 47 
período de sesiones", Doc. A/50/10, cit., pp. 46 y 119 ). En este mismo plano de 
sanción a través de un mecanismo penal internacional, se ha examinado desde la 
doctrina la posibilidad de establecer un Tribunal penal internacional ad hoc para 
delitos de narcotráfico (Cf. PATEL, F.: "Crime without Frontiers: A Proposal for an 
International Narcotics Court", New York University Journal of International Law 
and Politics, 1990, pp. 709-747) 
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del pabellón 1 3 6, en el momento presente parecería más conveniente 
la reglamentación de mecanismos y principios de cooperación 
orientados, -no tanto a la desaparición del consentimiento en si 
mismo considerado-, sino a flexibilizar y agilizar su concesión en 
función de unos criterios de eficacia, oportunidad e igualdad de 
trato; siendo precisamente éste el objetivo al que, con distinto 
alcance, se orientan los Instrumentos convencionales examinados 
en el plano multilateral y bilateral. 
En este sentido, y por lo que se refiere en concreto al ejercicio 
de competencias coercitivas que contemplen el abordaje, inspec-
ción y, en su caso, apresamiento del buque, estos Instrumentos 
proponen distintos modelos y fórmulas destinadas a flexibilizar y 
aumentar la eficacia de dichas medidas, apuntando una cierta gra-
dación de la cooperación que resulta más favorecida en el plano 
regional y bilateral. Así, los modelos que proponen una coopera-
ción más avanzada son aquellos en los que la existencia del 
Acuerdo, concurriendo ciertas circunstancias de hecho en él pre-
vistas, elimina la necesidad de solicitar la autorización previa del 
Estado del pabellón. En un nivel inferior de la cooperación se 
sitúan las fórmulas que, aun manteniendo la necesidad de solicitar 
la autorización del Estado del pabellón, facilitan su concesión de 
forma tácita. Finalmente, un tercer modelo es el representado por 
aquellos esquemas más formales que requieren la autorización 
previa y expresa del Estado del pabellón, aunque agilicen los 
mecanismos de su concesión; todo ello teniendo en cuenta que 
cualquiera de los esquemas propuestos puede a la vez funcionar en 
el plano bilateral de forma unilateral en favor de una de las Partes 
o respondiendo a criterios de reciprocidad. 
1 3 6 . A este respecto, hay que destacar que, en su contestación al "Primer 
proyecto de recomendaciones elaborado por el Grupo de Trabajo sobre cooperación 
marítima", el Gobierno español propuso entre otras cosas, que "debería tipificarse 
el tráfico ilícito de drogas como un delito contra el Derecho de Gentes y dictarse las 
normas necesarias para equiparar este delito al de piratería o al de trata de esclavos 
en lo que a intervención de terceros Estados se refiere" y "que los Estados deberán 
tomar las medidas necesarias para establecer la jurisdicción de sus tribunales en 
relación con los delitos cometidos por sus nacionales o extranjeros en alta mar en 
buques nacionales, extranjeros o carentes de nacionalidad" (Párrafos 8 y 9 de las 
observaciones generales hechas por el Gobierno español el 1 de Diciembre de 
1994, en Doc. UNDCPI1995IMAR.2, p. 22 , ver al respecto YTURRIAGA BARBERÁN: 
Ámbitos de Jurisdicción en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar. Una perspectiva española, Ministerio de Asuntos Exteriores, Madrid, 
1996, p. 337 . 
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Ahora bien, con independencia de la fórmula concreta a través 
de la que se busque flexibilizar la concesión del consentimiento del 
Estado del pabellón, hay que tener en cuenta la necesidad de ligar-
la al principio de intercambio de informaciones que es el que per-
mitirá satisfacer adecuadamente los criterios de eficacia, oportu-
nidad e igualdad de trato a los que, como se ha señalado, deben 
responder el recurso a las intervenciones sobre buques en alta 
mar, frente a otras técnicas de cooperación penal como la entrega 
vigilada. 
Se plantea, a la vez, la necesidad de asegurar en la aplicación 
de las medidas represivas unas garantías o salvaguardias mínimas, 
como las relativas a la necesidad de no poner en peligro la 
seguridad de la vida en el mar ni la de la nave, -en las que debe 
incluirse la regulación del uso de la fuerza- o de no perjudicar los 
intereses comerciales y jurídicos del Estado del pabellón o de 
cualquier otro Estado interesado. En esta misma línea se sitúan las 
cuestiones relativas a la determinación de la responsabilidad, 
aspecto en el que la mayor parte de los Acuerdos examinados 
acusan una cierta debilidad que afecta especialmente a los meca-
nimos de solución de controversias previstos. 
La flexibilización del consentimiento del Estado del pabellón 
debe también buscarse en relación con el ejercicio de la juris-
dicción sobre los buques infractores, cuestión en la que los Instru-
mentos convencionales examinados proponen soluciones orien-
tadas a permitir que el Estado del pabellón renuncie a su jurisdic-
ción en favor del Estado interviniente. A este respecto, resulta par-
ticularmente relevante la obligación de establecer la competencia 
obligatoria sobre los buques con pabellón extranjero así como la 
introducción de mecanismos que agilicen la determinación del 
Estado competente; teniendo en cuenta que, también en este caso, 
tales mecanismos tienen que ir acompañados de las corres-
pondientes garantías judiciales y procedimentales y situarse en un 
marco más amplio de cooperación judicial. 
Desde esta perspectiva, si bien puede decirse que la práctica 
unilateral examinada se adecúa en términos generales al principio 
del consentimiento del Estado del pabellón, algunas manifes-
taciones de la misma estarían evidenciando los peligros de atender 
a criterios proteccionistas que sólo tengan en cuenta el interés 
particular de un Estado. Por ello hay que precisar que la incor-
poración en el ordenamiento interno de un principio de univer-
salidad como fundamento del ejercicio de la jurisdicción penal 
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extraterritorial sobre los delitos de tráfico de drogas cometidos en 
alta mar, no permite en sí mismo el ejercicio de competencias 
sobre el buque infractor que, sólo resultará conforme al Derecho 
Internacional, cuando el apresamiento del buque se haya hecho 
con el consentimiento del Estado del pabellón, -con independencia 
de cual sea la fórmula de su concesión- y únicamente si éste 
renuncia a su jurisdicción. Y aun, sin perjuicio de reconocer la 
necesidad de recurrir en el ámbito bilateral a una cooperación ad 
hoc u ocasional, parece que los objetivos a los que debe responder 
la lucha contra el tráfico de drogas en alta mar se verían más ade-
cuadamente satisfechos, si se reconducen y favorecen los meca-
nismos de cooperación apuntados en el plano convencional; consi-
deración que reviste especial relevancia cuando afecte a Estados 
que por su situación no puedan llevar a cabo por sí mismos el 
control sobre los buques de su pabellón y necesiten de la 
asistencia técnica o económica de otros Estados. 
Se pone así de manifiesto como sólo una adecuada reglamen-
tación de los distintos aspectos mencionados -cuyas soluciones 
más avanzadas se van construyendo en el plano bilateral, desde el 
que podrán ir siendo incorporadas al multilateral-, es lo que 
favorecerá la consolidación de una práctica y la formación del 
consenso necesario para, en su caso, la configuración de normas 
de Derecho Internacional General con la que se venga a suplir la 
insatisfacción que genera el régimen normativo existente en una 
materia, en la que los desarrollos delictivos van muy por delante 
de la capacidad de reacción del legislador. 
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